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There are any number of possible causes of changes in political conditions —the
secret is to use theory to identify the most likely sources of confounding variance.
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Prólogo

El libro que tengo el gusto de prologar no es un libro más dedicado al análisis de
políticas públicas. Se trata de una obra original y que surge tras un largo recorrido de su
autor, el profesor Guillaume Fontaine, en el estudio de la gestión, el análisis y la gober-
nanza de políticas ambientales y de dilemas energéticos en América Latina. No se trata
pues de un libro surgido de una mera preocupación teórica o docente por parte de su
autor. Es más bien una obra de madurez, en la que tras una notable experiencia en
temas específicos y en conflictos que han agitado la geografía latinoamericana y mun-
dial en relación a la gobernabilidad de los problemas energéticos y ambientales, el autor
se enfrenta a la tarea de dar su propia visión sobre lo que él mismo califica como «una
relativa inmadurez del campo en la región [latinoamericana... con] poca producción y
poco acceso [...] a un conocimiento actualizado». Coincido con Fontaine en que «hay un
antes y después de los planes de ajuste estructural y de las reformas neoliberales de los
años ochenta [...] no podemos seguir aplicando los mismos conceptos, los mismos mé-
todos, ni siquiera apoyarnos en los mismos enfoques teóricos que hace treinta años para
entender el proceso político hoy».

Mi perspectiva es europea, y por tanto sufre de los sesgos propios de quién ha vivido
y analizado trayectorias específicas en el campo de las políticas públicas. Pero también
de quién observa la realidad latinoamericana al mismo tiempo como precedente (en
relación a la actual fase de aplicación de políticas de austeridad y de ajuste en Europa),
y como experiencia de reforzamiento de las capacidades estatales frente a los procesos
de globalización financiera y de menoscabo de los mecanismos democráticos. Las de-
mocracias occidentales y el conjunto de actores relacionados con las instituciones públi-
cas, se han visto sometidos a grandes retos relacionados con la obligación de reducir las
cifras de déficit presupuestario y la prioridad (forzada por los organismos multilatera-
les) de hacer frente a las deudas estructurales. Y todo ello combinado con la exigencia
social de ejercer control político sobre la actividad económica, de seguir satisfaciendo
las cada vez mayores exigencias de una gran parte de ciudadanos que buscan protección
y ayudas sociales frente a la precarización laboral y el deterioro de sus condiciones de
vida. Como se señala en el volumen que prologo, todo ello coincide con una evidente
complejidad de la acción gubernamental derivada de procesos de trasvase de competen-
cias a escala supraestatal y del creciente protagonismo de actores no-estatales en las
dinámicas de definición, elaboración e implementación de las políticas públicas. En
todo el mundo, el tema de la desigualdad y de la exclusión ocupa un lugar central en la
conflictividad e inestabilidad política, y ha llegado la hora de encontrar vías para el
reconocimiento e integración política de la diversidad en todas sus manifestaciones.

No podemos ocultar que existe una notable confusión sobre cómo afrontar la mezcla
de complejidad y la falta de acomodo al nuevo escenario de las respuestas convenciona-
les. Una complejidad derivada de una creciente heterogeneidad social que rompe con
los parámetros tradicionales con que operábamos, y que atribuían dimensión de sujeto
a grandes agregados sociales; y ello conlleva más externalidades y reacciones enconadas
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frente a cualquier iniciativa pública, ya que siempre hay alguien dispuesto a discutir la
representatividad o el monopolio de la defensa de los intereses generales a los poderes
constituidos; una complejidad derivada de que el aumento del conocimiento disponible
no reduce las incertezas, sino que las aumenta, al disponer siempre de recursos cogniti-
vos para defender cualquier opción; y complejidad, en definitiva, ya que en ese contexto
el recurso de la autoridad, que podría y puede a veces cerrar el debate entre alternativas
y cursos de acción, no siempre tiene buena acogida al despertar crecientes reacciones a
perspectivas entendidas como excesivamente jerárquicas y poco «participadas». No hay
caminos trillados, y, en cambio, cada vez hay más posibilidad de conocer y tratar de
transferir respuestas que se toman en otros contextos y que son inmediatamente conoci-
das gracias al cambio que implican las tecnologías de la información y comunicación.

Vemos pues como la mayoría de los regímenes democráticos experimentan con un
gran número de respuestas institucionales a estos retos. En este contexto de incertidum-
bre creciente y de urgencia en la búsqueda de soluciones viables y generadoras de con-
senso, los actores político-administrativos requieren, más que nunca, de análisis que
pongan en perspectiva las variantes posibles de una modernización del sistema político-
administrativo en general y de las intervenciones de estos mismos actores en cada caso
concreto. El análisis de políticas públicas tal como se presenta en el texto que aquí
prologamos, se esfuerza en proporcionar los elementos de comprensión, e incluso de
respuesta, a los interrogantes fundamentales acerca de la legitimidad, la eficacia y la
durabilidad de las acciones públicas. Unas acciones de los poderes públicos que deben
lidiar con la complejidad, la pluralidad de visiones, la heterogeneidad de intereses y
deben necesariamente afrontar el debate y la deliberación pública para la búsqueda de
soluciones posibles. No hay soluciones simples para situaciones complejas. Pero tampo-
co podemos conformarnos con que esas situaciones complejas acaben en bloqueos deci-
sionales, en el puro incrementalismo o en la frecuente mediocridad a la hora de afrontar
problemas colectivos.

El libro de Guillaume Fontaine se abre con la afirmación que el Estado está de moda.
Yo diría que en el libro se reivindica que lo público, lo común es el espacio en el que
colectivamente hemos de movernos para encontrar salida a problemas que nos afectan
a todos o a una parte. Las instituciones públicas son parte integrante y necesaria del
escenario, del entramado de actores que intervienen en los asuntos propios de las políti-
cas públicas. Es decir, de los asuntos que requieren respuestas políticas y colectivas. Es
por ello que en el libro se da un notable espacio al tema de la praxis, de la práctica de las
políticas públicas con esa mirada coral y colectiva de los asuntos públicos. Como diría
Lindblom, la elección que surge de un proceso de toma de decisiones no acostumbra a
ser el producto o de la voluntad de un decisor aislado, sino el producto de una interac-
ción y de un proceso social. Las decisiones de política pública son coproducidas por una
pluralidad de actores con valores, objetivos y lógicas de acción diferentes. Aun cuando la
elección afecte o implique solo a un decisor individual, éste seguramente habrá tenido
en cuenta las preferencias y los recursos de otros actores en la selección de las alternati-
vas, y lo hará, al menos, para evitar esos actores ejerzan poderes de veto o de obstruc-
ción en la fase de puesta en práctica de la decisión.

En los sistemas democráticos resulta clave la posibilidad de contraponer puntos de
vista, y por lo tanto de superar los límites cognitivos que tiene cualquier decisor o sujeto
individual. De esta manera el proceso puede resultar o aparecer como confuso y contra-
dictorio, pero basta una rápida comparación de los rendimientos en términos de inno-
vación, desarrollo económico y equidad social para darse cuenta de que los sistemas
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autoritarios no tienen nada que enseñar a los democráticos. En clave contemporánea, el
debate sobre las potencialidades de Internet en su potenciación de la innovación y el
conocimiento compartido, apuntan en el mismo sentido. En este sentido, pienso que
hemos de ir siendo capaces de incorporar Internet y sus efectos en el análisis de las
políticas públicas. Aún no disponemos de instrumentos analíticos suficientemente afi-
nados para seguir, desde la perspectiva de la investigación en ciencias sociales, los pro-
cesos surgidos de Internet que inciden en la formulación de las políticas públicas. Al no
existir espacios claros de intermediación, al margen del propio Internet, la interacción
se produce de manera aparentemente caótica y agregativa, con flujos poco predecibles y
con capacidades de impacto que no pueden, como antes, relacionarse con la fuerza del
actor o emisor de la demanda, sino con su grado o capacidad para conseguir distribuir
el mensaje, presentarlo con el formato adecuado, y conseguir así alianzas que vayan
mucho más allá de su «habitat» ordinario. Obviamente, la gran pluralidad de intervi-
nientes (dada la dimensión potencialmente universal del perímetro implicado), hace
que la importancia que se dé a un problema pueda ser mucha o poca, con notables dosis
de aleatoriedad. La tendencia a convertir en «nuevos» ciertos temas de largo recorrido,
es también visible, dada la novedad del propio medio en que circula la información y el
hecho que el grado de experiencia sobre cualquier asunto puede ser de lo más variado
imaginable.

Reitero mi agradecimiento por poder prologar este libro. Su lectura puede ayudar a
entender cómo se están moviendo los distintos elementos que han venido conformando
en los últimos sesenta años el análisis de políticas públicas, incorporando además una
perspectiva actualizada y localizada. Una perspectiva muy útil para alumnos, expertos y
académicos. Pero también para «practicantes». Más que ante una perspectiva estricta-
mente disciplinar o académica, por importante que ello sea, estamos ante el reto de
mejorar la caja de herramientas a la que se refería Wildavsky. Como hemos ido afirman-
do, entendemos que todo se mueve a nuestro alrededor, y vivimos con más incertidum-
bres. ¿Cómo tomar decisiones individuales y colectivas sobre esta realidad movediza y
cómo incorporar a esas decisiones las perspectivas y los efectos a largo plazo? La políti-
ca, en su capacidad de gestionar de manera pacífica y consensuada la toma de decisio-
nes que afectan a una comunidad, padece de manera directa ese conjunto de problemas
y de cambios. Y lógicamente también las políticas públicas y su administración y ges-
tión. Pero, es precisamente la voluntad de defender la política y la democracia lo que
entiendo que constituye el objetivo de la labor del profesor Fontaine expresada en este
libro, y que ha constituido también el hilo conductor de estas reflexiones.

JOAN SUBIRATS

Barcelona, diciembre de 2014
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Introducción

¿Por qué y para qué analizar
las políticas públicas?

Los orígenes

El Estado está de moda, y con él, las políticas públicas. Tras el fracaso de las políticas
neoliberales de las décadas de 1980-1990, importantes movimientos sociales —como el
indígena en América Latina—, organizaciones no-gubernamentales y demás asociacio-
nes de la sociedad civil han vuelto a ubicarlo en el centro de los procesos políticos. Si
bien es cierto este interés por lo público no es una novedad, sus manifestaciones han
cambiado y, al parecer, todo el mundo tiene algo que opinar sobre las políticas de gobier-
no (Mintrom y Williams, 2013). Tradicionalmente los sindicatos y las corporaciones
negociaban con los gobiernos de turno las políticas sectoriales (sociales, económica,
etc.). Hoy a su vez, las comunidades, los laboratorios de ideas (think tanks), los organis-
mos de cooperación internacional, las universidades pretenden incidir en las políticas
«de desarrollo sustentable», «de migración», «de interculturalidad». Sin embargo, esta
forma de apropiación de lo político por la ciudadanía lleva consigo un riesgo de estira-
miento conceptual que no coadyuve al entendimiento de los temas, de las interacciones
socio-políticas, de las estructuras institucionales y de los procesos que las atraviesan.

Ello vuelve necesario, tanto para los gestores de la política como para sus observado-
res, encontrar nuevas herramientas y métodos de análisis, acordes con esta compleji-
dad, que tomen en cuenta la diversificación de los actores partícipes del proceso políti-
co. Tal es el propósito del presente libro. La aparición del análisis de políticas públicas
como un campo de estudio académico había acompañado la organización de la admi-
nistración pública moderna y la voluntad de fortalecer el gobierno federal de Estados
Unidos, con el gobierno demócrata de Thomas Woodrow Wilson (1913-1921). Respon-
día a la necesidad de profesionalización de los funcionarios públicos, conforme una
lógica de «racionalidad legal instrumental» (Weber, 2002). Esta profesionalización de la
burocracia estatal conllevaba a una creciente especialización, que se supone estaba al
servicio del poder ejecutivo, para garantizar la defensa del interés general. Para darle
sustento, era necesario sistematizar los conocimientos sobre sus prácticas, sus funcio-
nes y sus modalidades de reclutamiento. El desarrollo del Estado de bienestar social y el
esfuerzo financiero, logístico y diplomático que significó la movilización de Estados
Unidos y sus aliados en la Segunda Guerra Mundial reforzaron la necesidad de este
conocimiento experto, en particular porque la planificación plurianual se había vuelto
un instrumento estratégico de gobierno.

Esta tendencia inició en los años 1930, con la adopción del «Nuevo Contrato» (New
Deal) de Franklin Delano Roosevelt, y se aceleró tras la firma de los acuerdos de Bretton
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Woods entre Estados Unidos y los países de Europa Occidental, en 1944. Después de la
Segunda Guerra Mundial, lo que inicialmente era un mero acervo de estudios técnicos
se estructuró en un campo académico en las carreras universitarias de derecho, ciencia
política y economía. Se alcanzó un mayor grado de especialización y de profesionaliza-
ción con la creación de escuelas de administración y carreras afines (especializadas en
gobierno, políticas públicas, asuntos públicos y administración pública), según el país,
algunas destinadas a ocupar un lugar privilegiado a nivel mundial, como la Kennedy
School of Government de la Universidad de Harvard (Alison, 2006). Simultáneamente,
se multiplicaron los programas de investigación sobre las políticas sectoriales, en parti-
cular las políticas sociales (educación, salud, familiar, etc.) e industrial, entre otras cosas
para dar mayor legitimidad al gobierno. Desde luego, el análisis de las políticas públicas
se volvió un ejercicio imprescindible, para apoyar la toma de decisión y el conjunto de
procesos relacionados con la acción del Estado.

La institucionalización del estudio de las políticas públicas permitió la emergencia
de nuevas teorías y el perfeccionamiento de los métodos de análisis. Detrás de esta
institucionalización, lo que estaba en juego era la optimización del gasto público, en un
contexto de crecimiento económico que iba a prolongarse hasta mediados de los años
1970. La reconstrucción de las infraestructuras en los países damnificados por la Segun-
da Guerra Mundial, la difusión del consumo masivo, que acompañó la explosión demo-
gráfica y fue posible gracias a la organización fordista del trabajo, fueron los vectores de
este modelo de desarrollo «keynesiano». La inversión pública sostenía la demanda de
bienes y servicios, lo cual garantizaba el crecimiento económico y el pleno empleo a
corto y mediano plazo. Ello fue retomado por los economistas de la CEPAL encabezados
por Raúl Prebisch, en los años 1950, para complementar el modelo de industrialización
por sustitución de importaciones, impulsado en la década anterior (Franco y Lanzaro,
2006). De esta manera, el análisis de las políticas dotaba a los gestores y ejecutores de las
políticas con elementos de juicio para tomar decisiones idóneas, dar un seguimiento a
su ejecución y eventualmente evaluar sus impactos, puesto que gobernar por las políti-
cas era más sistemático que gobernar por el sentido común (Aguilar, 1992).

En un artículo seminal para la disciplina (Lasswell, 1992), Harold Lasswell observó
que las ciencias sociales manifestaban un creciente interés por las políticas, conforme
crecía el interés de la sociedad por la política, y que esta «orientación hacia las políticas»
estaba marcada por la aspiración de la Academia y de la ciudadanía a un mayor involu-
cramiento en los procesos políticos. Este interés manifestado incluso por profesionales
formados en disciplinas tradicionalmente ajenas a los estudios políticos —como la sico-
logía y la antropología— conllevaba a una gran heterogeneidad de los marcos teóricos,
objetos y metodologías, que obstaculizaba la comparación entre los estudios de casos.
Para Lasswell, un conocimiento de los procesos políticos tan solo tenía sentido si se
ponía al servicio de la toma de decisión, por lo tanto la «ciencia de las políticas» que él
imaginaba debía erigirse en un conocimiento del proceso político y de la pertinencia del
conocimiento en este último (Lasswell, 1970). Puesto que este análisis respondía a una
preocupación ciudadana por consolidar la democracia y facilitar el crecimiento econó-
mico, tenía que ponerse al servicio de un régimen (la democracia representativa) y un
modelo de desarrollo (el capitalismo industrial) íntimamente relacionados.

Desde el origen, esta orientación hacia las políticas tuvo entonces un carácter teleo-
lógico, al producirse en el contexto de la victoria de los Aliados en la Segunda Guerra
Mundial y de los primeros años de la Guerra Fría. La derrota del totalitarismo en Alema-
nia, luego la confrontación de dos sistemas económicos —el capitalismo y el socialis-
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mo— y dos regímenes políticos —la democracia representativa occidental y las llama-
das «democracias populares» de Europa Oriental y la Unión Soviética— dieron al análi-
sis de las políticas un papel político en Estados Unidos, en Europa Occidental y luego en
América Latina. Simultáneamente, la disciplina en gestación se enfrentó con el proble-
ma de la distinción entre el análisis «de» las políticas y el análisis «en» las políticas, que
fue introducida por el mismo Lasswell, para marcar la complementariedad entre las
dimensiones descriptivas y prescriptivas del análisis de políticas.

La segunda particularidad de esta disciplina, comparado con los enfoques tradicio-
nales en ciencia política, era su orientación hacia la resolución de problemas. Este as-
pecto haría del análisis de política un ejercicio normativo, cuyas conclusiones serían
predictivas y prescriptivas, en particular tras la «revolución conductista» y el proyecto
de David Easton de hacer que la ciencia política produjera un conocimiento universal y
confiable sobre los fenómenos sociales (Bevir, 2006: 592). Ahora bien, ¿qué objeto res-
ponde mejor a esta definición del objeto científico que el proceso político, un proceso
que parte de la percepción de una realidad, da lugar a un análisis de problemas y a la
formulación de soluciones que serán ejecutadas y evaluadas tras su culminación? Así
vemos cómo, a partir de una concepción positivista de las políticas públicas, se esbozó
una estrategia metodológica, que analizaba las políticas públicas como un proceso —
con sus insumos (inputs), productos (outcomes) y resultados (outputs), sus mecanismos
de retroalimentación y su entorno ecológico, biológico, social, etc.

Peter DeLeon y Christine Martell consideran que en Estados Unidos «las ciencias»
(sic.) de las políticas se articularon gracias a cinco acontecimientos históricos (DeLeon y
Martell, 2006: 34-36). Según ellos, la Segunda Guerra Mundial dio lugar a los primeros
laboratorios de ideas —como la National Science Foundation, el Council of Economic
Advisors y RAND Corporation— para suplir una carencia de información y ponerla al
servicio de la toma de decisión. Luego, con la «Guerra contra la pobreza» llevada a cabo
por el Presidente demócrata Lyndon B. Johnson (1963-1969), los políticos habrían to-
mado conciencia de la necesidad de un mejor entendimiento de la naturaleza de los
problemas de política, de remediar las fallas en la ejecución de las decisiones y de medir
los resultados logrados y su impacto. Por su lado, la guerra de Vietnam y el escándalo del
Watergate que involucró al Presidente republicano Richard Nixon (1969-1974) habrían
enseñado la importancia de los valores en el análisis de políticas. Finalmente, la crisis
petrolera de los 1970 habría evidenciado la importancia vital del saber experto en las
negociaciones y el manejo de conflictos.

Esta lectura lineal de la historia permite identificar a posteriori una relación fructífe-
ra entre el análisis «de» y el análisis «en» las políticas. Sin embargo, llama la atención
que DeLeon y Martell se refieran exclusivamente a acontecimientos belicosos, lo cual
deja pensar que el aporte de la Academia consiste ante todo en una experticia estratégica
al servicio del poder, más que una respuesta a los problemas de una sociedad. Presentan
al politólogo como un héroe que acude al rescate del político, desamparado ante la
gravedad de una crisis, pero el uso de unos cuantos ejemplos no constituye una demos-
tración ni da cuenta de todas las políticas que fueron pensadas y llevadas a la práctica
sin acudir a la experticia, ni de las múltiples crisis políticas que no incidieron en la
relación entre la comunidad académica y el poder político.

En realidad el proyecto de Lasswell fue frustrado por la convergencia de tres fenó-
menos desde los años 1960 y 1970. En primer lugar, la emergencia de los movimientos
sociales pacifistas, feministas, anti-colonialistas y pro-derechos cívicos en Estados Uni-
dos y Europa occidental puso en duda la legitimidad del saber experto y de la visión
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tecnocrática de los problemas de sociedad. A esta multiplicación de demandas sociales
se sumó la creciente limitación de las capacidades redistributivas del Estado, especial-
mente en los países de la OCDE golpeados por el doble choque petrolero y la recesión
económica que siguió. Por último, la creciente importancia numérica y financiera del
aparato administrativo en esos países acabó con generar disfunciones a nivel sea de la
administración pública o de la coordinación entre gobierno nacional y gobiernos loca-
les, que comprometían los resultados de las políticas. En este contexto, la ambiciosa
«ciencia de las políticas» fue sustituida paulatinamente por un más humilde «análisis de
las políticas públicas», de índole más crítico que la primera, nutrido por la crisis y los
aportes de la sociología de las organizaciones (Duran, 2010: 292-294).

Una disciplina en auge

Es difícil hablar de una disciplina, a propósito del análisis de políticas públicas, pues
convoca a la ciencia política, la economía, la sociología, la historia, etc. Muchos autores
asumen que constituye un campo de la ciencia política, siguiendo en este punto los
preceptos de los padres fundadores de la «ciencia de las políticas» de hacer del «enfoque
de políticas públicas» un enfoque integral para el análisis político (Mény y Thoenig,
1992; Jones, 1969). Sin embargo, coadyuvó a la transformación de las problemáticas
fundamentales de la ciencia política —por ejemplo sobre la naturaleza del poder— al
introducir un enfoque sociológico en el análisis del Estado (Muller, 2000). Los padres
fundadores de este campo no eran politólogos, aunque el análisis de políticas fuera
apropiado, luego desarrollado por la ciencia política en Estados Unidos: eran filósofos,
sicólogos, matemáticos, economistas, humanistas en el sentido de la Ilustración. En este
sentido, las políticas públicas constituyen un objeto particular entre los procesos políti-
cos, cuyo abordaje cambiará según el enfoque epistemológico y teórico que adoptemos.
Sea del punto de vista académico o práctico de la toma de decisión, es innegable que
todo el proceso de elaboración o análisis de políticas depende de los aportes de varias
disciplinas, en particular la economía, la ciencia política, la historia y la sociología. Cabe
enfatizar en que hay otras disciplinas involucradas en la aventura, incluso disciplinas
que uno no esperaría en el contexto actual de las ciencias sociales, por ejemplo la sicolo-
gía. De manera provocativa, podríamos decir que todas las disciplinas pueden estar
convocadas en algún momento o en algún aspecto de una política pública, aunque fuera
por un aporte temático. Si uno quiere regular una actividad como la producción y el
consumo de energía, ello moviliza muchos saberes técnicos que no son ni siquiera cien-
cias sociales. Pensemos también en los aportes de los ingenieros de sistemas a la política
de ciencia y tecnología.

Cada disciplina ha aportado con elementos particulares al entendimiento de las fa-
ses del ciclo de política (Pierre, 2006). Así, la ciencia política ayudó al análisis de la
formulación y ejecución de políticas con las teorías del poder, el institucionalismo his-
tórico y las investigaciones sobre la gobernanza democrática. Los aportes de la econo-
mía se miden por el impacto del paradigma de las elecciones racionales y el análisis en
términos de costos y beneficios en la formulación y la evaluación de políticas. La socio-
logía ha traído consigo un conocimiento de los problemas sociales y del funcionamiento
de las organizaciones, que ayudan al entendimiento de las modalidades de elaboración
de agendas y las fallas en la ejecución de políticas. Visto así, el análisis de políticas se
erige en una nueva disciplina, alimentada por las tres primeras, aunque estos aportes no
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sean tan explícitos en la manera de abordar el estudio de las políticas públicas. Es más,
podemos ver esta relación interdisciplinaria en el sentido opuesto, es decir cómo nues-
tra reflexión alimenta la formulación de nuevas teorías y métodos en otras disciplinas.
En política comparada, complementará el análisis de los partidos políticos, de los gru-
pos de interés, del sistema electoral y de los poderes institucionales (Mény y Surel, 2009)
o ayudará a interpretar las continuidades y discontinuidades en el cambio político, la
relación entre estructura y agente, o a conceptualizar el poder (Hay, 2002). En sociología
política, echará una luz nueva para el entendimiento de la producción social del poder,
el espacio político, las prácticas de participación, la aceptación del orden político y los
gobernantes (Lagroye et al., 2006).

El análisis de políticas tiene que ver tanto con la evolución del Estado contemporá-
neo y los fundamentos de su legitimidad, como con la transformación de la sociedad y
de la economía. Ahora bien, el contexto en el cual se fundamentaron las bases del análi-
sis de políticas públicas ha cambiado. El contexto actual es aquel de una economía
globalizada y en gran medida desregulada, con conjuntos políticos regionales cada vez
más influyentes en las dinámicas institucionales y sociedades civiles cada vez más invo-
lucradas en los procesos políticos. No podemos abordar las políticas públicas hoy como
hace cincuenta años, pues el Estado ha pasado por una metamorfosis sin precedente
desde el último cuarto del siglo XX. No podemos explicar la acción pública de hoy sin
entender las transformaciones del Estado en el contexto de la globalización. No es nece-
sario volver sobre las circunstancias y modalidades del desarrollo del Estado moderno,
como lo hacen los historiadores, pero es imprescindible tomar en cuenta los aportes
analíticos y teóricos de la sociología, la ciencia política y la economía. Por supuesto, este
menú epistemológico no impide tener en cuenta los avances de otras disciplinas o cam-
pos de estudio (como la antropología, las relaciones internacionales, el derecho o la
ecología política), según el tipo de política que nos interesa. Pero es el menú básico para
enfrentar el reto de una ciencia social en su fase de maduración intelectual.

Nuestro punto de partida es el contexto —local, nacional e internacional— en el cual
actúan el Estado e intervienen actores no-estatales. Este contexto puede caracterizarse
por un triple cambio (Pierre y Peters, 2000). Este triple cambio implica que el análisis de
las políticas públicas ya no puede quedar aislado del análisis de las relaciones sociales y
económicas, so penas de resultar irrelevante tanto para la Academia como para la co-
munidad política. El primer cambio resultó ante todo de la incidencia de los regímenes
internacionales tradicionales como aquel de las Naciones Unidas, de la evolución de las
negociaciones comerciales del Acuerdo General sobre las Tarifas y el Comercio (GATT),
luego de la Organización Mundial del Comercio (OMC) y del surgimiento de nuevos
regímenes internacionales como la Agenda 21, adoptada en 1992, en la Cumbre de la
Tierra. Pero se debe también al hecho que los problemas (ambientales y energéticos, el
narcotráfico, la seguridad, etc.) que enfrentan los gobiernos son de naturaleza regional o
transnacional, mientras que el crecimiento económico y el desarrollo dependen cada
vez más de los resultados de los actores económicos nacionales a nivel internacional, de
la globalización de los capitales privados y del comercio internacional. Las soluciones a
estos problemas políticos, cada vez más equiparables de un país a otro, se toman con
base en un proceso de aprendizaje y de difusión facilitado por los organismos interna-
cionales.

Por otro lado, la autoridad del Estado se descentralizó hacia unas instituciones loca-
les y regionales. Este segundo cambio, que se produjo en respuesta a los cambios estruc-
turales generados por la urbanización y la aglomeración de las ciudades, contribuyó en
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general a adaptar el presupuesto del Estado y el gasto público por una división de traba-
jo entre organismos públicos. Por último, la «exportación de las actividades políticas»
(Pierre y Peters, 2000: 89) dio lugar a la multiplicación de las organizaciones no-guber-
namentales y agencias autónomas, que asumieron ciertas funciones antes asignadas al
Estado, mediante la privatización de empresas públicas, la «externalización» del servi-
cio público o la cogestión y las alianzas entre socios públicos y privados.

Para dar cuenta de la complejidad, del dinamismo y de la diversidad de las socieda-
des contemporáneas (Kooiman, 1993a), nuestra disciplina requiere de nuevos instru-
mentos conceptuales y metodológicos. Además, para poder considerarse útil o, por lo
menos, relevante en los procesos políticos, requiere de un cambio de enfoque, del análi-
sis de las políticas como procesos lineales de toma de decisión, al análisis de políticas
como productos de las interacciones que constituyen la acción pública. La acción públi-
ca nace de un acervo de iniciativas multipolares e intentos de coordinación explícita en
los cuales se insertan las políticas públicas. En otros términos, el núcleo duro de las
políticas públicas no depende de una decisión pública unilateral sino del producto inte-
ractivo de negociaciones con los actores económicos y sociales (Gaudin, 2004: 2 y 18).
Desde el origen, el análisis de las políticas públicas ha sido atravesado por dos perspec-
tivas, que explican la tensión entre políticas y acción pública (Mény y Thoenig, 1992;
Thoenig, 1997; Lascoumes y Le Galès, 2009). La una, propia de la ciencia política, asig-
na un papel predominante al Estado y a los gobernantes en la organización y la direc-
ción de la sociedad, y adopta como punto de partida el Estado y sus intervenciones en la
sociedad. La otra, más sociológica, analiza en primer lugar las interacciones, los inter-
cambios, los mecanismos de coordinación, la formación de grupos, el juego de las nor-
mas y los conflictos entre individuos, y parte de los factores del cambio, los grupos de
interés y movimientos sociales como actores del cambio de políticas públicas.

El análisis de políticas públicas en América Latina y el Caribe

Analizar las políticas tiene una función científica (mejorar el conocimiento) y políti-
ca (mejorar la acción y la toma de decisión). Dicho esto, como en muchos procesos, no
existe una objetividad absoluta, el análisis tiende a la objetividad y a mejorar la calidad
de la información para mejorar las decisiones, pero el mero hecho de decir que se nece-
sita de un tipo de información es, en sí, subjetivo (Mayer et al., 2013). La situación en la
cual uno dispone de la totalidad de la información necesaria para tomar una decisión no
existe, desde luego uno tiene que priorizar ciertas informaciones y consentir ciertos
esfuerzos para conseguirlas. A partir de esta constatación, hay una serie de dilemas que
hacen que cada paso en el proceso de toma de decisión es una elección, una jerarquiza-
ción de distintas opciones posibles. Por ello, no hay neutralidad axiológica en este proce-
so. La particularidad de las ciencias sociales en relación con otras, como las ciencias
naturales o las matemáticas, radica en la naturaleza de su objeto: antes de encontrar
métodos, uno se enfrenta con un objeto particular cuya naturaleza está constantemente
alterada por el conocimiento que se produce sobre ella, es un objeto reflexivo. Ello hace
que es muy difícil encontrar una objetividad científica en los trabajos, interpretativos o
explicativos, aplicados a un objeto social. Esto es válido en antropología, en sociología,
en ciencia política, en economía, en historia, pero lo es aún más en el análisis de políti-
cas públicas, dado la doble finalidad de ejercicio.

El análisis de los movimientos sociales no necesariamente incide en el transcurso o
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la acción de estos movimientos, puede ser pero no es siempre el caso. En cambio, es
muy común que un análisis de políticas públicas tenga incidencia en el proceso, sea para
las personas que toman decisiones, que contratan este análisis, o sea para sus contrin-
cantes, es decir las personas que quieren ofrecer una alternativa a las decisiones que se
toman. Y ello complejiza la tarea de analizar las políticas y conseguir un sustrato cientí-
fico en este ejercicio. Desde el albor de la disciplina, se contraponen una lectura crítica y
una funcionalista del proceso político, que borra el límite entre teoría y práctica, entre
ciencia y política. Inicialmente el doble propósito al cual respondía el análisis de políti-
cas según Lasswell —el conocimiento «de» las políticas y el conocimiento «en» las polí-
ticas— hacía eco a la distinción entre el analista y el gestor de políticas.

Sin embargo, la frontera entre la vocación del científico y aquella del político (Weber,
1972) se vuelve cada vez más permeable, puesto que los primeros colaboraban a menu-
do con los segundos, a la hora de elaborar un programa o de enfrentar una crisis políti-
ca. Esta confusión de roles no es mayor en América Latina que en Europa, en Estados
Unidos ni quizás en la China, pero tiene efectos diferentes, tenido cuenta de la falta de
institucionalidad y de la ausencia o de las insuficiencias de la formación en asuntos
públicos que imperan en muchos países de nuestra región. Al fin y al cabo, debemos
preguntarnos cuál es el lugar de las políticas públicas en las ciencias sociales y en la vida
política de los países que observamos. Más allá del por qué y cómo analizar las políticas
públicas, lo que está en juego aquí, es un conocimiento fino de la realidad contemporá-
nea, un conocimiento de alcance universal producido a nivel local.

Es importante tomar en consideración el lugar donde estamos trabajando o elabo-
rando esta reflexión. En la actualidad el análisis de políticas públicas en América Latina
y el Caribe se enfrenta con varias dificultades. La primera es estructural y es la relativa
inmadurez del campo en la región. Fuera de México y Brasil, y en menor medida Argen-
tina y Colombia, no hay una comunidad epistémica donde se pueda encontrar aportes
sustantivos ni lineamientos teóricos de análisis de políticas. Para dar una idea de la
situación de la disciplina o del campo de estudios en la actualidad, en Estados Unidos se
ofertan más de cincuenta doctorados afines, entre administración pública, asuntos pú-
blicos y gobierno, mientras que en el conjunto de los países de América Latina y el
Caribe, apenas hay unas veinte formaciones de este nivel, la gran mayoría de las cuales
se concentran en México. Muchos programas doctorales son réplicas o sus curricula son
importados de Estados Unidos (como en el caso del CIDE, que se inspira en la Kennedy
School of Government) o Europa (como en el caso del programa Goberna América Lati-
na, de la fundación española Ortega y Gasset). Esto indica que hay poca producción de
conocimiento en la región, siendo los programas doctorales un indicador aproximativo
de la investigación científica en una materia. Esta información está corroborada por la
escasa producción de libros y artículos en revistas especializadas. Una revisión del catá-
logo de la biblioteca de Harvard, que es el más completo del mundo en esta materia, deja
ver que entre 2000 y 2014 se han publicado al menos 17.000 libros sobre políticas públi-
cas o administración pública, entre los cuales apenas 400 en español.1 Las principales
editoriales latinoamericanas especializadas tampoco ofrecen mucho material actualiza-
do, pues en sus catálogos predominan las traducciones textos de clase, veinte o treinta
años después de su primera publicación en inglés.

Entonces hay poca producción y hay poco acceso, en idioma español, a un conoci-
miento actualizado. Ahora bien, si la caída del muro de Berlín marca un hito en la histo-
ria contemporánea, con el fin de la Guerra Fría, todo lo que fue publicado antes del 1989
tiene que ser reevaluado. Si la utilización y la generalización de las tecnologías de infor-
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mación y comunicación marca un hito en la historia contemporánea, en particular por el
uso del Internet, luego de las redes que se multiplicaron desde los años 1990, todo lo que
fue publicado antes tiene que ser reevaluado. Y si en América Latina hay un antes y un
después de los planes de ajuste estructural y de las reformas neoliberales de los años
1980, entonces todo lo que fue publicado antes tiene que ser reevaluado. No podemos
seguir aplicando los mismos conceptos, los mismos métodos, ni siquiera apoyarnos en
los mismos enfoques teóricos que hace treinta años para entender el proceso político hoy.

Dicho eso, es evidente que necesitamos saber algo de la historia; no podemos ser
amnésicos y pretender que todo empezó con la Perestroika y la microinformática. Pero
lo que propone precisamente el análisis de políticas públicas es analizar el presente,
eventualmente con una perspectiva histórica, según las escuelas, pues las decisiones de
hoy son el resultado de situaciones heredada de ayer. En este sentido, no bastan los
libros que conseguimos en América Latina, traducidos del inglés y elaborados a partir
de casos de estudio ajenos al contexto socio-político en el cual se gobierna en nuestra
región, pues no procuran el material ni los instrumentos necesarios para realizar hoy un
buen análisis de las políticas públicas. Necesitamos algo más, algo que nos permita
entender fenómenos que, a veces, se están dando en el momento que estamos observan-
do, no solo fenómenos del pasado, fenómenos anclados en una trayectoria de larga du-
ración. Hay problemas nuevos que plantean retos nuevos al análisis y a la toma de deci-
sión. Todo eso hace que hoy sea urgente construir este conocimiento y dar los medios a
los actores o por lo menos participar a la elaboración de estas herramientas para los
actores en América Latina.

Ello nos lleva a uno de los problemas más complejos de nuestra disciplina en Améri-
ca Latina y el Caribe. En efecto, al no articularse con los debates teóricos de la sociología
y de la ciencia política, el análisis de políticas carece a menudo de aliento y padece dos
defectos: el intelectualismo y el empirismo. Encontramos por un lado importantes com-
pilaciones de los «enfoques» teóricos muy interesantes para descubrir los orígenes de la
disciplina pero de poca utilidad para entender sus debates actuales (Aguilar, 2000; Roth,
2010), y por otro lado un sinnúmero de estudios de casos que consisten básicamente en
descripciones coyunturales que nos dicen qué ocurrió sin establecer una relación expli-
cativa entre la política y las políticas públicas.2 El principal límite que se encuentra en
muchas obras colectivas que tratan de políticas públicas en América Latina y el Caribe
es su naturaleza interpretativa (Cárdenas y Bonilla, 2006; Stein, 2008; Díez y Frances-
chet, 2010). Son recolecciones de información, cuyo potencial de generalización es muy
limitado. Esto tiene mucho que ver con el discurso político, es decir, cuando una perso-
na compite por una elección, es lo que hace: recolectar datos para defender o criticar
una política. Según si esta persona está en la mayoría de gobierno o en la oposición,
utiliza esta información para minimizar los problemas no-resueltos y magnificar los
logros de la política, o por lo contrario para minimizar los logros y enfatizar los proble-
mas sin resolver.

Desde luego, ¿cómo empezar? ¿cuál es el mejor enfoque teórico, el mejor método
para analizar una política pública? La preocupación que guió el presente trabajo fue
identificar las líneas fuerza que atraviesan esta disciplina joven —apenas lleva sesenta
años— más que volver a hacer el trabajo de síntesis histórica o presentar un panorama
de los distintos enfoques teóricos existentes, como se suele hacer en los manuales y
libros de textos. Hace hincapié en el quehacer y, en particular, en los tres hitos del diseño
de investigación —formulación de problemáticas e hipótesis, y metodología de compro-
bación de teorías—, en vez de discutir los múltiples conceptos y enfoques teóricos que
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han aparecido (y desaparecido) con el pasar de los años. La bibliografía se elaboró con
base en criterios de actualidad, claridad y accesibilidad. Cuando era posible, se eligió las
versiones en español de los textos. Por lo demás, se privilegió el uso de artículos acadé-
micos disponibles en las bases de datos de mayor acceso en las bibliotecas universita-
rias, complementados por los libros en circulación en la actualidad.

Este libro está organizado en cinco capítulos. En el capítulo uno, se discute la perti-
nencia de partir del dilema entre positivismo y constructivismo, como lo hacen algunos
autores, para determinar el carácter científico del análisis de políticas. Tras demostrar
que el dilema entre positivismo y constructivismo no es muy útil al análisis de políticas
públicas, se precisa la definición de las políticas públicas como objeto de estudio. En el
capítulo dos, se recuerda los orígenes históricos de la disciplina. Ese capítulo inicia con
una reseña de los aportes conceptuales de los autores clásicos y la segmentación del
campo de estudio que este último conllevó, antes de analizar los alcances y límites del
concepto de «ciclo de política». En el capítulo tres, se analiza las modalidades en las
cuales se llevan a cabo los procesos políticos. Se evidencia en primer lugar las transfor-
maciones que afectan la naturaleza y el rol del Estado, luego se analiza la evolución de la
incidencia de los actores no-estatales en las políticas públicas, finalmente se presentan
los aspectos instrumentales del diseño de políticas. En el capítulo cuatro, se propone
una tipología simple de los enfoques teóricos de análisis de políticas, a partir de las
problemáticas que abordan y de los factores o variables independientes que privilegian.
Se identifican así los enfoques racionalistas, productos de la revolución conductista, los
enfoques cognitivistas, productos del giro argumentativo, y los enfoques neoinstitucio-
nalistas, productos de una preocupación por el Estado en historia, economía y sociolo-
gía. El capítulo cinco introduce a los aspectos metodológicos del análisis de políticas.
Empieza con una síntesis de los principales problemas metodológicos que enfrenta el
analista a la hora de diseñar un proyecto de investigación, luego presenta sucesivamente
siete marcos y modelos enfocados al análisis cognitivo, conductista e institucional de
políticas.

1. Consulta realizada en septiembre de 2014. URL: http://www.hks.harvard.edu/library/
2. Ver en particular las series publicadas por la Comisión Económica para América Latina. URL:

www.cepal.org
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Capítulo 1

Epistemología

Las políticas públicas son como la música de jazz, improvisaciones sobre unos te-
mas conocidos que, a veces, dan lugar a innovaciones radicales cuyo resultado siempre
es incierto. Entre arte y ciencia, el análisis de políticas trata de captar la esencia de estas
variaciones infinitas. En este capítulo ubicaremos el análisis de políticas públicas en el
plano epistemológico y mostraremos cómo pasó de ser un campo de estudios interdisci-
plinarios a una disciplina, con sus objetos propios, sus problemáticas, enfoques teóricos
y métodos. La primera sección está dedicada a discutir su carácter científico. Veremos
en primer lugar por qué la contraposición entre positivismo y constructivismo constitu-
ye un falso dilema para el análisis de políticas públicas, luego abordaremos la cuestión
de los paradigmas e introduciremos la dimensión teórica del debate, que el eslabón
faltante entre epistemología y metodología. En la segunda sección, definiremos el objeto
de estudio. Revisaremos algunas definiciones clásicas de la noción de políticas públicas,
luego veremos que la especificidad del análisis de políticas radica en definirlas como
variables dependientes, finalmente veremos las variables independientes que se anali-
zan en la literatura especializada.

El falso dilema entre positivismo y constructivismo

Ontología y epistemología

El diseño metodológico de una investigación depende de la resolución de los proble-
mas teóricos, la cual a su vez depende de una discusión epistemológica. La economía, la
sociología, la ciencia política no plantean las mismas problemáticas, no desarrollan los
mismos enfoques teóricos ni tampoco aplican los mismos métodos. Tampoco existe el
manual ideal, pues ni siquiera los más voluminosos (Parsons, 2007) ofrecen una visión
de conjunto de todos los enfoques teóricos. En otros términos, no existe un manual que
compile todos los aprendizajes ni que tenga la objetividad de presentar todos los enfo-
ques teóricos. Cada manual, cada libro de textos propone su tipología de los enfoques
teóricos, aunque la mayoría parte de las tres grandes etapas de una política (formula-
ción, ejecución y evaluación). Cada uno sigue una orientación particular. Cada autor, en
realidad, tiene sus preferencias, sus orientaciones, sus sesgos epistemológico, teórico y
metodológico, y si bien es cierto hay unas reglas comunes, conceptos que conforman la
base común a esta disciplina, en realidad uno puede observar que la interpretación y la
aplicación de estos conceptos varía de un texto al otro.

Desde luego, cada manual es, en sí, una propuesta metodológica que no necesaria-
mente se puede aplicar a nuestro objeto de estudio pues, a la hora de hacerlo, surgen
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dificultades y potenciales desencuentros con otros actores y analistas, que es bueno
entender desde el inicio de una investigación. Muy pocos autores se atreven a «jugar»
con los enfoques teóricos para analizar diferentes políticas sectoriales como Thomas
Dye en Estados Unidos, que aplica sucesivamente marcos analíticos inspirados del con-
ductismo (para las políticas de justicia y de salud), del pluralismo (para la política de
educación y la política fiscal), de las teorías de las élites (para las políticas de comercio,
de inmigración y de derechos civiles), de la elección pública (para la política energética)
o del institucionalismo (para el federalismo), etc. (Dye, 2010). La mayoría se contentan
con proponer tipologías que contraponen los enfoques top-down y bottom-up (Sabatier,
1986; Ingram y Scheider, 2008), los enfoques sociológicos y politológicos (Mény y Thoenig,
1992; Roth, 2014), los enfoques inductivos y deductivos (Howlett y Ramesh, 2003), etc.
Detrás de una discusión metodológica, hay en efecto una discusión política y una discu-
sión de opciones políticas. Veremos que, en ciertas épocas, la hegemonía de un enfoque
teórico de análisis y elaboración de políticas se da a costa de otros enfoques, de cierta
objetividad, de cierta integralidad en la identificación de las variables independientes.
La dificultad aquí es que el análisis o los estudios de casos pueden rastrear la presencia,
la influencia de distintas materias y enfoques teóricos. Por lo tanto —y a pesar de lo que
pretenden las guías de análisis, de diseño o de evaluación (Bardach, 2008; Smith, 2010)—
no existe el vademécum de las políticas públicas. La metodología de aquellas guías es
meramente descriptiva, no sirve mucho a la investigación científica que busca explicar,
por ejemplo, por qué una política fracasó, por qué se privilegió tal o tal problema en la
agenda de políticas, en qué incide el sistema de partidos en el proceso político, etc.
Como sabemos, estas preguntas no tienen respuestas si no se contestan otras, por ejem-
plo cómo medir el éxito o el fracaso de una política, y por lo tanto, qué indicadores
privilegiar para hacerlo.

Ello nos remite a tres tipos de preguntas de índole ontológica, epistemológica y teó-
rica. Las preguntas de orden ontológico son aquellas que atañen a la naturaleza de lo
real e informan sobre lo que qué hay de sustancial o de relativo, en el mundo que nos
rodea. A partir de estas preguntas, se formulan preguntas de orden epistemológico y
teórico, que informan sobre la manera de interpretar el mundo que nos rodea, desde
diversas disciplinas y formulando hipótesis. Lo que está en juego, aquí, es la naturaleza
de la relación entre el sujeto y esta realidad. Las preguntas epistemológicas no son del
dominio reservado de los científicos, pues cada ser humano tiene una postura epistemo-
lógica para explicar su relación al mundo, aunque no sea sistemática o explícita, y en
este sentido hasta los planteamientos epistemológicos son creencias. Finalmente, las
preguntas de orden metodológico atañen a la manera de conocer esta realidad, lo que
lleva a un conocimiento más sistemático.

Frente a la pregunta de si existe o no un mundo «real», dos posturas ontológicas son
posibles: una esencialista, que asume que el mundo se compone de objetos discretos
cuyas propiedades son independientes del observador, por lo tanto, existen verdades
absolutas e incondicionales, y una anti-esencialista, que asume que las realidades son
locales o particulares, las construcciones son elementos ontológicos de la realidad. Por
un lado, el afirmar: «yo creo que hay un mundo real alrededor mío y el objeto de la
ciencia es explicarlo» es una postura ontológica esencialista; por el otro, el afirmar que
no existe el mundo fuera de mi percepción o es una postura ontológica anti-esencialista.
¿Qué implican estas diferencias para la epistemología? Si considero que el mundo existe
fuera de mi percepción, asumo que el objeto de las ciencias consiste en identificar los
fenómenos mundanos para explicarlos.
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Aquí hay una primera disyuntiva, pues esta idea, que remonta a Aristóteles, plantea
el problema de qué es explicable y qué no lo es, qué es explicable hoy y qué lo podría ser
ulteriormente. ¿Es todo explicable? ¿o debemos asumir que ciertos fenómenos, aunque
sean observables empíricamente, no serán explicables por nosotros, por falta de conoci-
miento real, no especulativo? Ello conllevó a la primera reformulación del positivismo,
según la cual, en efecto existe un mundo objetivo, fuera de nuestras percepciones, pero
no todo este mundo es explicable y, desde luego debemos contentarnos con interpretarlo
(Popper, 1994). Según este «neo-» positivismo, hay ciertas cosas que explicaremos de
manera causal y otras que nos contentaremos con observar e interpretar, hasta encon-
trar una explicación. La ciencia no debe renunciar a observar este mundo por no poder
explicarlo. Ahí está toda la discusión a propósito del método de investigación que plan-
tea Popper y de la idea de «ciencia normal» que propone Kuhn.

Esta distinción entre ontologías esencialista y anti-esencialista, que remite a la opo-
sición entre la tradición empírica y la hermenéutica, permite dividir el campo del análi-
sis de políticas en dos: el positivismo, por un lado, que encuentra sus raíces históricas, a
inicios del siglo XIX, en el proyecto de Auguste Comte de estudiar los fenómenos sociales
como los fenómenos naturales, por lo cual aparecieron la sociología y, de manera más
general, las ciencias sociales (Aron, 2004); y el constructivismo, por el otro, que se origi-
na en la sociología de Émile Durkheim, que identifica la cohesión social como el produc-
to de hechos sociales, considerando que cada sociedad inventa identidades y creencias,
o que la cultura explica la estructura, los sistemas sociales son productos de culturas
locales (Durkheim, 1997). El proyecto de Comte fue reformulado en particular por Karl
Popper en los años 1930, para dar paso de una explicación naturalista de los fenómenos
sociales a una interpretación y a una concepción de la ciencia como un proceso de
descubrimientos irregulares que tienden a la explicación pero que pueden no explicarlos
(Popper, 1983).

En la concepción positivista de las ciencias sociales, los investigadores se esfuerzan
por contrastar las teorías con la realidad empírica, es decir averiguar si éstas resisten a
la realidad o si deben reformularse. Tras la crítica de Popper, según la cual las ciencias
sociales no se pueden equiparar con las naturales —por la naturaleza cambiante de su
objeto y su carácter reflexivo— el neopositivismo destacó la necesidad de medir los
hechos con indicadores y acudió a la formalización matemática para desarrollar sus
teorías. La idea sobre la cual se basan las ciencias sociales para ello es formular hipótesis
que, en la medida de lo posible, se traduzcan en propuestas medibles empíricamente
para predecir y controlar los fenómenos. Por ejemplo, en el análisis de políticas públi-
cas, se impuso el método del razonamiento marginal (incrementalism) o utilitarista,
haciendo hincapié en la formulación y la ejecución. Se enfocó en particular en las nego-
ciaciones entre grupos organizados para la defensa de intereses particulares (pluralismo
y corporativismo) y el cálculo basado en costos y beneficios para evaluar las alternativas
de políticas.

Sin embargo, hay una creciente crítica contra estos planteamientos, que no es pro-
pia del análisis de políticas ni de la ciencia política, y que tiene que ver con una discusión
en ciencias y filosofía de las ciencias, sobre cómo pensamos la realidad. La principal
crítica contra el positivismo es que mal interpreta el funcionamiento de la sociedad y se
declina en dos posturas: una pragmática y una paradigmática (Parsons, 2010). Desde el
punto de vista pragmático, si asumimos que cualquier conocimiento empírico está me-
diado o traducido por unos conceptos, entonces no podemos clasificar ni describir sin
interpretar. La teoría afecta tanto al objeto que nos interesa como a la manera en que lo
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interpretamos; los hechos que tomamos en cuenta para el análisis afectan a su vez a las
conclusiones que sacamos de la observación. Del punto de vista paradigmático, si asu-
mimos que la ciencia está dominada por distintos paradigmas, según el momento, que
afectan a las problemáticas y la manera como los científicos interpretan lo que obser-
van, entonces las ciencias no están «abiertas» y ciertos argumentos quedan excluidos de
antemano.

Al inverso, las críticas contra el constructivismo es que formula juicios y opiniones
sobre el mundo sin proveer con una base en la cual evaluar la validez de los argumentos.
Desde luego, no contribuye al conocimiento científico de los fenómenos sociales, puesto
que todos los puntos de vista (discursos, narraciones, historias, etc.) se equivalen. Si los
fenómenos sociales no se pueden objetivar porque las estructuras sociales no existen
independientemente, sea de las actividades que las sostienen, sea de la visión que com-
parten los actores de sus actividades (reflexividad), ó porque cambian con la acción de
los agentes, entonces es simplemente imposible analizar los hechos sociales de manera
científica. Por lo tanto es imposible hacer ciencias sociales.

Por último, los realistas enfrentan el fuego cruzado de la crítica de los positivistas y
de los constructivistas (Furlong y Marsh, 2010). Para los positivistas, no existen estruc-
turas no-observables: si asumimos la existencia de estructuras no-observables, entonces
los argumentos del realismo son inaveriguables y no pueden falsearse. Los constructi-
vistas rechazan el argumento de los positivistas y neo-positivistas según el cual las es-
tructuras causan la acción social, puesto que para ellos no hay estructuras independien-
tes de la acción social ni una base objetiva sobre la cual observar las acciones o deducir
las estructuras.

En términos triviales, contestar la cuestión ontológica es un acto de fe, es decir que
uno «cree» que el mundo es —en el sentido físico— de una manera u otra, y concreta-
mente, a partir de esta postura, el dilema consiste en saber si existen fenómenos discre-
tos, independientes del observador y del actor. Los «esencialistas» creen que sí, mientras
que los «relativistas» creen que no. Algunos autores consideran que las posturas ontoló-
gicas y epistemológicas nos obligan a elegir entre métodos opuestos y hasta irreducti-
bles, puesto que la formulación de las problemáticas de investigación y de las hipótesis
que les acompañan depende ante todo de la representación del mundo que privilegia-
mos (Furlong y Marsh, 2010). Por un lado, el razonamiento empírico, propio del positi-
vismo, postula la necesidad para el científico de establecer relaciones causales que mues-
tren que, ceteris paribus, existen fenómenos regulares y predecibles. Ello nos llevaría a
privilegiar los métodos cuantitativos y la observación directa de las conductas. Por otro
lado, el razonamiento interpretativo, propio del constructivismo, hace hincapié en el
entendimiento del mundo y renuncia a las explicaciones causales entre fenómenos, por
considerar que estos últimos son variables y las relaciones entre ellos son localizadas y
temporales. Ello nos llevaría a privilegiar los métodos cualitativos y el análisis de discur-
sos, para interpretar el sentido de la acción para los interesados.

Siguiendo este razonamiento, la resolución de un problema metodológico no resul-
taría de un conocimiento exacto, pues no hay una manera irrefutable de dirimir entre
dos ontologías: el mundo como un acervo de fenómenos explicables o interpretables,
por un lado, y el mundo como una construcción social, por el otro. Según lo que decidi-
mos, emprenderemos un camino u otro de manera irreversible. Sin embargo, esta dico-
tomía es demasiado reduccionista y no refleja a cabalidad la complejidad de los proble-
mas metodológicos de la investigación en ciencias sociales, especialmente en el ámbito
del análisis de políticas públicas. En particular, el establecer una relación determinista
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entre epistemología y metodología, es ignorar que los métodos no se encuentran en un
catálogo: se elaboran y se adaptan al objeto de estudio. De hecho, Paul Furlong y David
Marsh notan que muchos estudios utilizan variables cualitativas y cuantitativas para
analizar los factores estructurales no-observables directamente y sus efectos. Pero su
razonamiento es circular, puesto que esta metodología «mixta» es a la vez deducida del
enfoque realista y lo define. La razón de esta inconsistencia radica en el hecho que no se
trata de un enfoque epistemológico sino de uno teórico.

La cuestión de los paradigmas

Otros autores identificaron cuatro «paradigmas», en función de su ontología, episte-
mología y metodología: el positivismo, el post-positivismo, la teoría crítica y el construc-
tivismo (Guba y Lincoln, 1989 y 1994; Roth, 2008). Según ellos, el post-positivismo
comparte con el positivismo la premisa según la cual existe una realidad discreta, pero
discrepa en cuanto a los medios de entenderla, pues múltiples factores vuelven compleja
cualquier explicación causal. Este «paradigma» se niega a separar los hechos y los valo-
res, puesto que considera que los primeros están «cargados de valor», y critica la experi-
mentación como método exclusivo de investigación. Considera que la objetividad es un
ideal hacia el cual tiende la investigación, mediante la refutación de las teorías ya formu-
ladas o la proposición de otras explicaciones del mundo que fundamentan teorías alter-
nativas. La teoría crítica ve a las políticas públicas como unos mecanismos de reproduc-
ción de dominación, gracias a un control de las expectativas de los ciudadanos. Su cons-
trucción histórica resulta de una selección condicionada de las demandas sociales,
mientras que su ejecución es un proceso que modifica la infraestructura comunicativa
de la sociedad. Por último, el constructivismo, considera que la realidad no está por
descubrir sino por construir: cualquier actor puede decidir lo que es o no es racional, en
función de sus prejuicios y valores. En este sentido, la realidad es socialmente construi-
da, el individuo construye el mundo y reflexiona sobre él, su representación del mismo
depende de procesos sociales, políticos y culturales. Las ideas juegan un papel prepon-
derante en la formación de las políticas públicas: se adopta una política porque es más
creíble que otra, no porque se ampara a un razonamiento científico. Esta premisa lleva
a enfocar el análisis de políticas en los discursos, las historias de vida (etc.) y aplicar
conceptos y métodos inspirados de Michel Foucault (post-estructuralismo).

En esta taxonomía, la teoría crítica es una categoría un poco perdida, pues remite a
un problema teórico (no epistemológico). Según Guba y Lincoln, la teoría crítica sirve a
los críticos del positivismo para mostrar que la acción pública puede interpretarse a
partir de la teoría de la acción comunicativa de Jürgen Habermas. En la teoría de la
acción comunicativa, las ciencias nacen de un postulado teleológico: una necesidad de
explicar y, desde luego, una manera de explicar el mundo (Habermas, 2001). El conoci-
miento precientífico puede ser un conocimiento teológico, lo que producen los textos de
las religiones reveladas es un conocimiento abstracto de esta relación entre el sujeto y el
mundo, no solo terrenal. Luego el razonamiento científico coadyuva a poner en cuestión
las verdades teológicas, lo que puede tener una doble dimensión: una metafísica, no
demostrable, que escapa a un razonamiento positivista, y una racional, demostrable.
Por ejemplo, la vida de Jesucristo es una hecho racionalizable, sus milagros no lo son.
En realidad hay pocos análisis de políticas públicas de esta índole. Donde encontramos
huellas de la teoría crítica, en particular de la Escuela de Fráncfort, es en los estudios
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que analizan las políticas como algo instrumentalizado por una clase social a través del
Estado, para mantener el control sobre otra clase. Lo que se publican son estudios de las
políticas públicas, que ha reciclado, en cierta forma, ciertos planteamientos como aque-
llos relacionados con la teoría de la acción comunicativa (Fischer, 2004 y 2007; Fischer
y Forester, 1993a).

La crítica anti-positivista de Guba y Lincoln ha inspirado a otros autores, para dife-
renciar lo que consideran como los principales enfoques teóricos de análisis de políticas:
la escuela de la elección pública (public choice), el análisis y desarrollo institucional
(institutional analysis and development), el marco de análisis de coaliciones promotoras
(ACF, por Advocacy Coalition Framework), el análisis de referenciales globales-sectoria-
les y el análisis deliberativo de políticas. Según André Roth, los dos primeros son de
corte empírico o positivista, es decir que proponen teorías para explicar las políticas y
tratan de validarlas o refutarlas con base en pruebas empíricas (Roth, 2008 y 2014). Los
tres otros proceden de un enfoque «post-empírica» o constructivista, que refuta la utili-
dad de pruebas empíricas y propone estudiar las políticas públicas como construccio-
nes discursivas que se expresan a través de narrativas. Las políticas estarían hechas con
palabras e ideas, frutos de percepciones cognitivas y estéticas, lo cual haría del análisis
de políticas un arte, más que una ciencia. Roth critica la intención de equiparar las
políticas públicas a un objeto exógeno al proceso científico, que es explicable por falsa-
bilidad, acudiendo a métodos experimentales, a la observación, etc. Más bien, plantea
estudiar las políticas como construcciones discursivas que se expresan a través de narra-
tivas. Entonces, es un paso más en el rechazo a la objetivación de las políticas.

A nivel de la toma de decisión hay una primera operación de subjetivación que con-
siste en contar una historia, elaborar un discurso alrededor de la política para «legiti-
mar» sus actos (Majone, 1997). Esta primera operación nos alejaría de la posibilidad de
elaborar una teoría empíricamente comprobable. El segundo nivel de subjetivación está
en el análisis y conlleva a la refutación de la noción de prueba o de validación de teoría.
Según este planteamiento, una política es adoptada porque es más creíble que las otras,
no porque es más útil (en el sentido positivista), ni más fundamentada racionalmente.
Aquí hay una idea muy importante, en particular para quien inicia o descubre el análisis
de política y hace el esfuerzo de detenerse a preguntar qué es una política y desagregar el
proceso de toma de decisión.

Este proceso abarca una multitud de operaciones, desde el momento cuando un
problema no existe en tanto problema de política (para el gobierno) sino como proble-
ma social (para una categoría o un sector de la población), hasta el último momento, en
que se producen estudios para medir el impacto de tal decisión o de tal gasto sobre un
problema o un indicador. Cuando empecemos a detenernos en la complejidad de los
fenómenos que conllevan a una decisión, entendemos que es un hito pensar las políticas
como algo «creíble». Podríamos pensar a priori que una política resulta de un proceso
subjetivo, de improvisación o de prueba-error, pero en realidad no lo es, es también un
proceso de convencimiento de que la decisión que se tomó era idónea. Y esta relación se
da tanto entre la persona que toma una decisión y el supuesto público o la ciudadanía,
como entre esta persona y su equipo de trabajo o su administración. Hay varios niveles
de interacciones entre los que se juega la credibilidad de una política o de un argumento
para una política.

La noción de «paradigma», tal como la utilizan Guba y Lincoln, no presenta un
interés conceptual particular, más allá de su dimensión descriptiva. Ellos consideran
que un paradigma es una construcción subjetiva del mundo y, por lo tanto, no es nada
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científico. Si un paradigma es un conjunto de creencias básicas que define la naturaleza
del mundo, el lugar de los individuos y el abanico de posibles relaciones entre este mun-
do y sus partes, entonces las cosmologías, las teologías dan claves interpretativas de
dónde está nuestro lugar, dónde estamos en la Tierra, en el universo, etc. Estas creencias
responden a una serie de preguntas de orden ontológico, epistemológico y metodológi-
co. Un paradigma, concluyen Guba y Lincoln, es un conjunto de respuestas que se dan a
estos tres tipos de preguntas.

No obstante, la cuestión de los paradigmas en ciencias sociales es ineludible y re-
quiere ser abordada antes de definir el ámbito del análisis de las políticas públicas, para
evitar tener constantemente un ruido, como suele pasar con ciertas palabras que han
perdido mucha precisión a medida que se generalizaba su uso. Cabe anclar esta discu-
sión en la revisión del texto de Thomas Kuhn sobre las revoluciones científicas, empe-
zando por recordar que es un concepto metafórico, más que analítico (Kuhn, 1971).
Según la definición operativa que propone Kuhn, un paradigma es un sistema de creen-
cias básicas o una visión del mundo, que orientan al investigador, no solamente en la
elección de métodos sino también en la definición de una postura ontológica y episte-
mológica.

No hay una teoría de los paradigmas en Kuhn, es un error decir, como lo hacen Guba
y Lincoln, que Kuhn desarrolla una teoría de los paradigmas (Guba y Lincoln, 1994). Lo
que él propone es una teoría de la ciencia y acude a la noción de paradigma para explicar
el cambio de una teoría científica a otra y la manera en que se transforma un acervo de
teorías en función de la emergencia de nuevas teorías. No existen paradigmas fuera de
las relaciones entre teorías científicas. Kuhn recurre a las nociones de construcción
subjetiva, de creencias, de metafísica, solamente para caracterizar una dimensión del
paradigma, no es que un paradigma equivale a una visión del mundo. Por otro lado, él
no dice que un paradigma es la combinación de una ontología, una epistemología y una
metodología. La interpretación de Guba y Lincoln es que el núcleo de las discusiones
entre las teorías o de las confrontaciones entre teorías científicas es ontológico, episte-
mológico y metodológico, pero eso no está asociado con la noción de paradigma en
Kuhn. Podemos asumir la definición de estos autores, según la cual un paradigma es
esta combinación, pero no es la única forma de definirlo. (Volveremos sobre este punto,
a propósito de la relación que se puede hacer entre ontología, epistemología y metodolo-
gía, en ausencia de teoría. Suponiendo que exista esta relación, cosa de la cual dudo,
faltaría un punto, que es el nivel teórico de la discusión.)

Al hablar de paradigma, Kuhn busca un punto de inflexión en el proceso de elabora-
ción de las teorías científicas. Resumimos brevemente su propuesta. Existe un momen-
to en la discusión interna a la ciencia y entre distintas ciencias, en el cual las comunida-
des epistémicas han llegado a un acuerdo sobre la definición de problemas (los proble-
mas científicos «válidos»), sobre el protocolo de experimentación u observación de estos
problemas, en busca de una resolución científica, y sobre una formulación de ciertas
explicaciones o interpretaciones llamadas teorías. En una etapa de «ciencia normal»,
según la expresión de Kuhn, estas comunidades desarrollan su actividad en un marco
relativamente estable en el cual pueden dialogar. Esto es un punto fundamental: existen
las condiciones de un diálogo y de una confrontación de las hipótesis y los resultados
entre los distintos actores de esta comunidad. Pero cuando una comunidad científica
descarta cualquier consideración que no se enmarca en el paradigma dominante y se
interesa únicamente por los resultados que lo confirman, Kuhn habla de «inconmensu-
rabilidad» de los paradigmas.
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Viene un momento en que una teoría empieza a ser rebatida y disputada por otra, lo
cual puede partir de una visión del mundo. Pensemos en la revolución copernicana: no
es que no se conocía la teoría heliocéntrica, sino que se desconocía la validez del proce-
dimiento, por razones teológicas, lo que llevó a que la astronomía moderna se atrasara
de varios siglos en el mundo católico romano (Boorstin, 1986). Pero más allá de esta
visión del mundo, que consiste en este caso en decidir si la Tierra está en el centro del
universo o si es un elemento del sistema solar, sea por acto de fe o como una teoría
científicamente comprobable, los científicos elaboran explicaciones de ello. Hay un
momento metafísico en el proceso de investigación, pero este proceso no se resume en la
validación o invalidación de un acto de fe, lo que hacen las ciencias es elaborar argu-
mentos, instrumentos, tecnologías, que permitan acercarse a un conocimiento empírico
de los fenómenos. Entonces, cuando una teoría entra en contradicción con otra o cuan-
do deja de ser hegemónica es que un paradigma entra en crisis. Más allá de la teoría
propiamente dicha, es una construcción del mundo que se pone en cuestión. De ahí
viene, quizá, la tentación de algunos autores de ver en este proceso uno de construcción
social o de ver los paradigmas como construcciones sociales (Surel, 2008). Pero en rea-
lidad no es sino una interpretación de un problema, por supuesto hay una dimensión
construida en aquellos fenómenos, pero no significa que esta construcción sea subjetiva.
En Kuhn, esta construcción debe fundamentarse en procesos científicos. Cuando se
resuelve la crisis, hay una estabilización de la discusión y del acervo de argumentos
explicativos alrededor de una nueva teoría o de un nuevo conjunto de teorías que van a
definir un nuevo paradigma.

Esto nos interesa particularmente, pues lo podemos observar, no solo en el análisis
de políticas sino en las ciencias sociales en general. Podemos entender la metáfora de
Kuhn de una ciencia normal en ciencias sociales, cuando entendemos que hay una crisis
de los paradigmas, como la del marxismo a finales de los años 1980. Este paradigma
entró en crisis por varias razones —en este caso hay fenómenos políticos y geopolíticos,
como la Perestroika luego el colapso del socialismo real en la Unión Soviética— y fue
disputado, incluso con cierta violencia, por otro paradigma que conocemos como «neo-
liberal». Este último atraviesa a varias disciplinas (lo que es propio de un paradigma),
no es sociológico, económico o histórico, sino tomado prestado de varias disciplinas
para avanzar en su propósito. Por otro lado, el argumento de validez se puede medir de
manera tangible, no es una cuestión de convicciones ni de fe. Entonces, aquí aparece la
idea —interesante para la teoría de las ciencias— de un conocimiento discontinuo: los
conocimientos no se basan en un acumulado de conocimientos anteriores, mas hay
varias teorías en pugna y en un momento una toma más importancia, se vuelve hegemó-
nica frente a las demás y se impone, desde luego, como el elemento referencial en la
elaboración de otras teorías.

Empirismo y principio de falsabilidad

El nivel teórico no es el nivel paradigmático, es un nivel de construcción de sentido
stricto sensu. Puede ser una construcción abstracta, es decir un enunciado tautológico.
Por ejemplo si digo que estoy aquí, significa que no estoy en otro lugar. Luego hay que
comprobar esta afirmación y averiguar empíricamente si estoy aquí, en efecto. Traduz-
camos esta tautología útil por: el nivel de pobreza de una población se define por el
ingreso cotidiano de las personas. Si asumo este planteamiento desde un enfoque posi-
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tivista, puedo decir entonces: es pobre, cualquier persona que vive con menos de N
dólares de Estados Unidos al día. Por lo tanto, cualquier persona que vive con más de N
dólares al día no es pobre. Obviamente, esto es muy discutible y muestra tanto los lími-
tes del razonamiento contrafáctico y como la dificultad de generar consenso alrededor
de unas políticas públicas. Con esta ilustración vemos que, si bien para ciertas escuelas
existe una definición científica de la pobreza, para otras esto es muy discutible y hasta
dudoso. Ahí es donde vamos a encontrar el sentido de una discusión sobre las teorías
científicas y entender que hay una dimensión teórica en la discusión sobre las políticas
públicas.

Sin resumir aquí la reflexión de Popper sobre la lógica de la investigación científica
(Popper, 1994), es fundamental superar la contraposición entre empirismo y post-empi-
rismo para entender por dónde va, hoy, el conocimiento o la práctica de las ciencias en
el ámbito de las políticas públicas. Cabe preguntarse si es legítimo pretender dar una
explicación científica a estos fenómenos, pues la crítica ha sido tan virulenta, tan violen-
ta desde los años 1980, que a veces da la impresión (por ejemplo en los congresos acadé-
micos o en las propuestas de tesis que recibimos con los enfoques teóricos que privile-
gian los estudiantes) que hay un abuso del rechazo a este planteamiento inicial, que era
el planteamiento de los pioneros: dar un conocimiento lo más exacto posible de las
causas y efectos de una decisión, explicar de una manera racional por qué una decisión
es mejor que otra.

Cuando uno tiene que manejar una cartera de varios millones de dólares, no se pue-
de equivocar mucho, sobre todo si tiene que rendir cuentas de qué se hizo con este
presupuesto. Ello pone mucha presión en la agencia del Estado que está a cargo de la
ejecución de esta cartera y, por lo tanto, da mucha importancia a la experticia y la aseso-
ría. En este sentido, hay que reconsiderar la crítica académica —por cierto fundamenta-
da, y veremos que ayudó mucho a entender mejor que una política no es una cosa natu-
ral ni de sentido común— pues hemos ido demasiado lejos y ello ha dado lugar a una
escisión en el campo entre dos maneras de proceder. La una es cada vez más ajena a la
toma de decisión y se califica de manera peyorativa de «académica» o «teórica», en el
sentido de intelectualizada. La otra es demasiado funcional a la toma de decisión, se
concentra en aspectos micros que permiten, a lo mejor, tomar decisiones coyunturales
pero no dan una explicación de conjunto, sistémica y, por lo tanto, no permiten llegar a
generalizaciones. Ahora bien, como lo hemos experimentado con los planes de ajuste
estructural en América Latina y el Caribe, una buena decisión tomada en un momento y
en un contexto nacional dado no es necesariamente extrapolable a otros países. Ello
significa un enorme costo de prueba-error, si constantemente tenemos que probar cada
vez que una medida tiene un efecto positivo, como en el caso de las transferencias con-
dicionadas en el ámbito educativo, en el ámbito de la salud, del desarrollo, la equidad de
género, la diversidad cultural, etc. Hay un sinnúmero de estudios de este tipo de progra-
mas porque son de los pocos casos de políticas públicas que han sido generalizables. No
es el caso de las políticas de empleo ni de las políticas industriales.

Entonces pensemos en esta escisión a la hora de debatir sobre la «ciencia de las
políticas» o el aporte de las ciencias sociales al proceso y al análisis de las políticas
públicas. Hay dos puntos que nos interesan particularmente en Popper, al respecto: el
criterio de demarcación y el principio de «falsabilidad» (Popper, 1994). El primero deli-
nea la validez del razonamiento científico por la noción de sentido, a partir de tres
planteamientos: existen fenómenos objetivos, discretos, alrededor de los observadores
(y por lo tanto de los científicos). El rol de los científicos consiste en explicar estos
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fenómenos, encontrar leyes explicativas y predictivas a partir de la observación empíri-
ca. Cualquier fenómeno que no es explicable de esta manera (a partir de la contrastación
de una teoría y de la realidad empírica) no es un problema válido para la ciencia. A
partir de esto, se crea un parte de aguas entre las ciencias empíricas y metafísicas. Para
Popper, la primera regla que debemos establecer es esta demarcación, es una metanor-
ma según la cual podemos empezar a discutir de la teoría T, en la disciplina D, siempre
y cuando estemos de acuerdo sobre el protocolo de investigación. El problema radica en
asumir que hay un criterio de distinción entre la metafísica y las ciencias empíricas, que
no aniquila la metafísica pero la delimita, la ubica en su sitio y la deja fuera de la inves-
tigación científica.

El principio de «falsabilidad» fue propuesto por Popper en los años 1930, en una
discusión sobre el primer positivismo (Popper, 1983). Esta operación consiste en con-
centrar sus esfuerzos en lo que se puede refutar de una teoría, no en forma inductiva (i.e.
partiendo de la observación de fenómenos para elaborar teorías) sino en forma deducti-
va (i.e. partiendo de la formulación de teorías para confrontarlas con la experiencia). Es
un camino muy cercano al análisis de los fenómenos sociales, cuando elaboramos mar-
cos explicativos o interpretativos y observamos los datos empíricos para validarlos. Hay
un ejercicio imbricado de teorización y observación que es constante en ciencias socia-
les. Pero antes de formular métodos de investigación y cómo proceder a la refutación o
validación de teorías, tenemos que ponernos de acuerdo en la definición de reglas míni-
mas si queremos desarrollar una discusión científica, dentro de una disciplina, dentro
de una comunidad epistémica, dentro de una sociedad.

Esto es muy interesante pues, cuando hablábamos de los paradigmas como visiones
del mundo, no estábamos lejos de pensar que se trataba de conceptos metafísicos. El
«paradigma» de la elección racional, el neoinstitucionalista, el de la teoría crítica, ¿serán
metafísicos? Para los naturalistas (o los positivistas clásicos), esto quedaría excluido de
la ciencia puesto que ellos definen la validez de los problemas científicos por la posibili-
dad de explicarlos. Popper reformula este planteamiento a partir de lo siguiente: existe
una relación entre la metafísica y las ciencias empíricas en la medida en que las ideas
pueden partir de convicciones o de valores no explicables científicamente, es decir que
hay una dimensión metafísica al origen de un razonamiento científico o de una teoría
científica. (Es precisamente lo que decíamos a propósito de los paradigmas de Kuhn.)
Según Popper, no podemos descartar ni descalificar esto como no-válido pero podemos
dejarlo de lado. Este cambio es importante, porque asume que hay una dimensión cons-
titutiva del proceso científico que queda (temporalmente) fuera de la investigación cien-
tífica, aunque no sea ajena a la ciencia.

La idea según la cual los enfoques epistemológicos y metodológicos parten de una
contraposición entre el positivismo y el constructivismo se basan en una falsa dicoto-
mía. Precisamente, hoy la producción científica en ciencias sociales no se enmarca en el
positivismo o el constructivismo, sino entre estos extremos. Es posible que, por un lado,
haya una fuerte influencia del positivismo pero si observamos el mapa de teorías en
ciencias sociales, está relativamente marginalizado y donde persiste este enfoque, es un
enfoque híbrido que se denomina como «neopositivismo» o (lo que es menos adecuado)
«post-positivismo». Al opuesto, es muy indefinido el constructivismo, pues se parece a
un atrápalo-todo que retoma expresiones muy diversas, de las más radicales (como el
culturalismo), que niegan hasta la existencia de fenómenos sociales discretos, hasta las
que se prevalen de un «constructivismo moderado» (Muller, 2000; Lascoumes y Le Galès,
2009), como veremos más adelante.
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En este sentido, es discutible la tesis de Furlong y Marsh, según la cual existe una
relación sistemática entre ontología y epistemología. Por un lado, las posturas ontológi-
cas evolucionan de manera mucho más lenta que las epistemológicas; por el otro, el
proceso científico, que consiste en elaborar teorías, contradice la idea de posturas onto-
lógicas estáticas, salvo en el caso de la existencia de Dios. La experiencia del sujeto en el
mundo le lleva a cuestionar constantemente el uno o el otro planteamiento. Por esta
razón, es mucho más simple partir de una concepción dinámica del proceso científico,
como la de Kuhn y Popper, que de una idea estática. Una postura ontológica no es
determinista, salvo a un nivel muy abstracto, como el acto de fe, el punto de partida de
la discusión sobre la existencia de Dios: uno cree o no cree, no hay otra alternativa, luego
hay varias formas de creer. Ahora bien, el problema real en la vida es una relación, una
situación del sujeto en el mundo. Por cierto, si creemos en Dios podemos buscar en la
vida cotidiana todos los signos de su existencia; según el dogma que profesamos, el
mundo que nos rodea tendrá una mayor o menor compenetración con Dios. Pero fuera
de este planteamiento teológico, tenemos que enfrentar el problema constante de vali-
dar la hipótesis o la intuición de si existe o no lo que nos rodea.

En el transcurso de la historia de la ciencia —y por lo tanto de las ciencias sociales—
surgen tesis que encuentran un eco variable en las comunidades científicas, y ganan en
robustez a medidas que se validan por estudios empíricos. Por ejemplo, si afirmamos
que las conductas se justifican por el interés de los actores individuales, antes de ser una
teoría, esto es una hipótesis. Luego podemos multiplicar los experimentos o las observa-
ciones para consolidar esta tesis y elaborar una teoría. ¿Cuál es el elemento que transfor-
ma una tesis en teoría? Es cuando la interpretación de un comportamiento social se
vuelve el punto de partida de la observación de los comportamientos sociales, se vuelve
un referente teórico para un análisis económico, sociológico, sicológico (etc.) de las
conductas, hasta ser rebatida por otra tesis. Según si estas preferencias o estos intereses
son sobredeterminados por otros aspectos (por ejemplo por la educación, el contexto
político en el cual evolucionan los individuos), la noción de interés o de preferencia no es
la misma y se vuelve a desarrollar el mismo proceso: lo que es una hipótesis debe validar-
se para imponerse como una teoría.

Se puede pasar de una tesis (algo que afirmo y averiguo tras aplicar un protocolo de
investigación) a una teoría (un conjunto sistemático de ideas sobre un tema), a través
del ejercicio de experimentación, de averiguación o de confrontación con otras tesis. Es
decir que hay distintos grados de teorización que dan lugar a distintos grados de robus-
tez a un razonamiento. Entonces, al hablar del «giro argumentativo», de la «revolución
conductista» o del «neoinstitucionalismo», nos referimos a fenómenos constitutivos de
una comunidad epistémica (con su lenguaje, sus valores, sus conceptos, su visión del
mundo, etc.). Este estatus particular se debe a la robustez que los científicos reconocen
a esas teorías. De este proceso de consolidación pueden surgir paradigmas, pues un
paradigma no es sino un acervo de teorías que se estabilizaron durante un período dado.
Más allá de la discusión sobre la representación —pensemos otra vez en el paradigma
heliocéntrico y en la revolución copernicana— y de los ejemplos que usa Kuhn, pode-
mos asumir que algo se estabiliza, que incluso trasciende los límites de una disciplina.

Retomando el ejemplo de la pobreza, la manera más provocativa y hasta trivial de
decirlo es: «la pobreza no es una construcción social», la construcción social es el hecho
de los científicos pero la pobreza es una situación, una condición existencial de la que se
puede salir o no, en función de las capacidades del sujeto y del contexto (social, econó-
mico y político) en el que evoluciona. La pobreza es un hecho objetivo, pues el no poder
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comer, por falta de recursos económicos, más de una cierta cantidad de calorías al día
genera desnutrición, eso no es una visión del espíritu. Lo que es una construcción social
es la manera de medir la pobreza y eso es un problema de política pública. En efecto,
más allá de un discurso que puede ser político —pensemos en la afirmación «no somos
pobres», que escuchamos entre ciertas comunidades indígenas y organizaciones ecolo-
gistas en la cuenca amazónica— cabe preguntarse quién es pobre, en particular desde el
punto de vista del Estado. Ahí hay una construcción social, porque todo es cuestión de
definición, la definición de la pobreza es una convención, no hay un consenso universal
y atemporal en torno a lo que significa «ser pobre» (ni tampoco lo hay sobre lo que
significa «ser violento», «ser machista», etc.). Esta convención permite tomar decisiones
y no es estática, es parte de un proceso.

En segundo lugar, no se justifica anclar los enfoques metodológicos en unas posturas
epistemológicas, como lo hacen Furlong y Marsh, ni relacionar el positivismo con los
métodos cuantitativos, el constructivismo con los cualitativos y el «realismo» con méto-
dos mixtos. Ya vimos que participa de un razonamiento circular, que consiste en encon-
trar la consecuencia en la causa, equivale a decir que la observación nos hace pensar, por
ejemplo, que los positivistas utilizan métodos cuantitativos, cuando lo que define el po-
sitivismo es precisamente la necesidad de datos cuantitativos. Al opuesto, si los cons-
tructivistas niegan la posibilidad de una explicación causal entre dos hechos, no necesi-
tan datos cuantitativos (es más, el valor de este tipo de datos es nulo), sino para decons-
truir el sentido que tiene para los actores, lo que les lleva a una regresión infinita (el
demostrar que algo resulta de una construcción social es en sí un ejercicio de construc-
ción social). Por otro lado, estos autores dejan entender que el dato cuantitativo es más
científico que el dato cualitativo. Ahora bien, este tipo de datos es una construcción, no
solo desde un punto de vista constructivista sino también desde un punto de vista neo-
positivista, es decir que es elaborado para servir ciertos propósitos, no existe un dato
cuantitativo en la naturaleza. Eso induce, por lo tanto, que la información cualitativa
sea necesaria, complementaria de la información cuantitativa. Ésta procura informa-
ción sobre el contexto y provee con conocimiento sobre el comportamiento humano y
las conductas de los sujetos, corrige las imprecisiones, los desequilibrios o las contradic-
ciones que pueden generar los datos cuantitativos.

Por último, al no ser que estiremos el sentido del constructivismo y del positivismo,
no tiene interés asimilar los enfoques interpretativistas a un «paradigma» constructivis-
ta. En este sentido, en la sucesión histórica de debates teóricos, lo que antecedió la
emergencia de este último es un enfoque racionalista en el cual se tomaron en cuenta
cada vez más elementos subjetivos. Desde el momento en que se asumió que la raciona-
lidad de los actores es limitada (Simon, 1944), el racionalismo dejó de ser un racionalis-
mo «absoluto», entonces hasta el conductismo incorpora algún grado de constructivis-
mo. Por otro lado, los enfoques neoinstitucionalistas en historia, en economía, luego en
sociología y en ciencia política, que se multiplicaron paralelamente a los cognitivistas
también incorporan algún grado de constructivismo. La idea enunciada por James Mar-
ch y Johan Olsen para rebatir el argumento conductista, en su artículo seminal sobre el
neoinstitucionalismo sociológico, es que los intereses están determinados por las creen-
cias (March y Olsen, 1984). Entonces, el problema no radica en contraponer un paradig-
ma constructivista a uno positivista, sino en descender a nivel teórico para ver cierta
consistencia entre un acervo de teorías, aunque sea para acordar en que no se ponen de
acuerdo —por la inconmensurabilidad de las teorías—, pues el simple hecho de poder
dialogar o competir, hace que existen.
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En los capítulos que siguen, se organizará la discusión alrededor de tres tipos de
enfoques teóricos de análisis de políticas públicas: los conductistas, los cognitivistas y
los neoinstitucionalistas. Esta tipología se basa en las problemáticas privilegiadas por
cada autor u autora y por sus respectivas hipótesis. Pero antes, es necesario definir con
mayor precisión el objeto de análisis y explicar cómo este ha sido abordado hasta el
periodo contemporáneo.

Las políticas públicas como objeto de estudio

Definición del objeto

Para definir qué es una política pública, tenemos que distinguir entre dos fuentes de
sentido. Hay un sentido que viene de la Constitución, de las leyes o de los programas
explícitos, todo lo que produce el Estado, pero no podemos asumir que la definición que
dan estas fuentes es la definición válida, aunque sea la que utilicen los actores políticos
y administrativos. A nivel del análisis, no es esto el problema, lo que deberíamos hacer es
medir el grado de precisión y la utilidad para el proceso político de la definición que da
una ley, un órgano del Estado. Pero para medir esto, necesitamos algo más y tenemos
que ubicarnos en un punto fijo, del cual podamos comparar lo que se dice en un lugar u
otro, en un momento u otro, de la naturaleza de una política. De hecho, a menudo es
muy confuso. Esto alude a la relación entre el enfoque teórico privilegiado, el tipo de
problemas tratados o la prioridad dada a estos problemas y las respuestas a estos pro-
blemas. Los tres aspectos están relacionados entre sí, no hay una postura neutral ni
objetiva: todas las posturas son discutibles. Lo más objetivo al cual podemos llegar es
una discusión entre posturas subjetivas. Al fin y al cabo, nuestra definición de una polí-
tica pública debe poder ser discutida, contraponerse con la definición de nuestro inter-
locutor o interlocutora. Ahí está la objetividad, no es que tengamos una definición obje-
tiva, ni él o ella. Por lo tanto, el gobierno, la Corte Constitucional o la Asamblea Nacional
no están más calificadas que la organización social, el think tank o la Academia para
definir una política pública. No es porque el funcionario del Estado es responsable de la
política que sabe mejor cómo analizarla.

Para iniciar la discusión sobre la relación entre lo político, la política y las políticas
preguntémonos cómo en el sentido común se plantea el problema de las políticas públi-
cas o si existe una preocupación por las políticas públicas. Tenemos un universo intere-
sante en la oferta docente de ciencias sociales en América Latina, pues las gran mayoría
de las carreras tienen algo que ver con una o varias políticas públicas. Por ejemplo, si
uno revisa la malla curricular de las maestrías de la Facultad Latinoamericana de Cien-
cias Sociales (FLACSO), siempre hay al menos una materia que atañe a las políticas
públicas (políticas de género, políticas interculturales, políticas de desarrollo, etc.). En
todos los programas (incluso en antropología, en estudios de género, en economía, en
relaciones internacionales, en estudios urbanos, en desarrollo territorial, etc.) hay una
conexión entre el análisis de problemas de sociedad y la acción, la práctica concreta de
la política. Sin embargo, la manera de abordar esta relación está precisamente plantea-
da al revés de lo que se acaba de presentar como el planteamiento inicial del análisis de
políticas públicas. Es decir que, en todos estos programas, las políticas son variables
independientes de problemas de sociedad; lo que interesa analizar en primer lugar —
aunque esto evolucione luego en función de la profundidad de las investigaciones lleva-
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das a cabo— es cómo una política afecta la pobreza, el comercio exterior de un país, el
monto de la deuda externa, la equidad de género, etc.

Esto es la manera más común de abordar las políticas públicas, es una manera un
poco utilitarista de pensarlas y en muchos casos vemos las políticas como algo acoplado
a otra cosa, a veces por fines meramente de marketing, como para vender un libro o un
evento público. En general, las políticas públicas son consideradas unas variables inde-
pendientes de la vida social, política y económica de un país; se las considera como un
elemento explicativo de los problemas que enfrenta una sociedad en un momento deter-
minado. En este sentido, una política pública es una respuesta a demandas (implícitas o
explícitas), que corresponden según el caso a derechos o necesidades. Para la antropolo-
gía, la política de educación intercultural es una respuesta a la necesidad de la población
indígena de contar con programas, materiales, docentes y pedagogía propia, que respe-
ten su identidad cultural y su derecho a la diversidad. Para la economía, la política
económica es una respuesta a las necesidades de la población de beneficiarse de los
intercambios comerciales y del aparato productivo en términos de empleo, acceso a
bienes y servicios, bienestar, etc. Para la ecología, la política ambiental es una respuesta
al derecho de la población de contar con un medio ambiente sano y libre de contamina-
ción, eventualmente para contribuir a la preservación de la diversidad de las especies
biológicas (incluso la especie humana). Para los artistas, la política cultural es una res-
puesta a la demanda de contar con un entorno creativo, que garantice el acceso al espa-
cio público, la mayor difusión de sus obras y de contar eventualmente con financia-
mientos públicos.

El punto común a estos enfoques es que una política no constituye un problema en
sí, sino la respuesta a un problema o parte de un problema más general, que puede ser el
racismo, la pobreza, la crisis ambiental o la protección del patrimonio cultural de una
nación. Ahora bien, uno esperaría tener insumos para entender de qué políticas públi-
cas se está hablando. Si alguien toma un curso sobre las políticas de género, primero le
interesa ver si existe algo como una política de género en un país dado, luego si esta
política es una política sectorial (con su respectiva agencia estatal encargada) o si es un
eje transversal entre otros (con una vaga contraparte en el organigrama del gobierno o
en la administración pública). También le gustaría saber qué presupuesto se dedica a
dicha política. Por último, está bien que todos estemos a favor de la equidad de género,
pero ¿qué costo tiene esto? y ¿cómo haremos para lograr este objetivo? (si es un objetivo
de la(s) política(s) de un gobierno). En realidad, observamos que las políticas públicas
figuran en telón de fondo y muy rara vez se discute de sus aspectos sustantivos y proce-
dimentales. Se habla más bien de los aspectos relacionados con muchos problemas
(como la situación de un grupo social particular y sus expectativas ante el Estado, even-
tos externos, etc.) pero a la hora de analizar una política en particular, andamos por las
ramas.

Es ahí donde se justifica una discusión epistemológica sobre lo que aporta el análisis
de políticas públicas y lo que aportan de manera más general los ejercicios especializa-
dos, avatares de las «ciencias de las políticas», que abordaremos a lo largo de este libro.
De lo que se trata es precisamente bajar de un nivel macro-teórico, en el cual las políticas
públicas son parte de un acervo de problemas que no se acaba de entender por falta de
métodos sistemáticos, a un nivel intermedio de teorización, para contar con claves ana-
líticas y ver el detalle del proceso o del objeto «política pública». El «detalle» se refiere a
una doble dimensión: una temporal, que se puede asimilar a un ciclo de política, y una
temática, que incluye temas sectoriales e instrumentales. No se requiere de los mismos
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métodos ni de los mismos conceptos, no se identifican las mismas variables en todas las
políticas sectoriales; tampoco se equiparan la organización institucional, los recursos
financieros, los planes de acción y programas, los actores movilizados para políticas de
distintas índoles.

Desde luego surge la pregunta de cómo delinear el ámbito y el alcance del análisis.
Eso empieza por definir qué son las políticas públicas. Asimilar una política pública a la
resolución de problemas, como lo plantea Lasswell (1970), es algo reductor. En realidad
hay actividades que no consisten en resolver problemas (como la planificación y mu-
chas tareas de gestión o administración), aunque formen parte de las políticas públicas.
Entonces la manera de hacer consiste en resolver problemas o conflictos internos (entre
los miembros de la comunidad) y externos (con otras comunidades) y planificar la orga-
nización social, la ocupación del espacio, las relaciones laborales (etc.). Ello deriva en
una visión dual del rol del Estado —que profundizaremos en el capítulo 3, en relación
con la gobernanza— como regulador, pues en tanto autoridad pública es responsable
del proceso político y detentor del monopolio legítimo de la fuerza física (Weber, 2002),
o como coordinador (en tanto actor primus inter pares).

La definición más general es: todo lo que un gobierno decide hacer o no hacer (Dye,
2011: 1), lo que no se debe confundir con: todo lo que un gobierno hace o no hace. Con
eso, no podemos llegar lejos, pues pensar que cualquier acción del Estado (incluso por
omisión) es una política pública es algo aproximativo. También es una definición sesga-
da, pues asigna al Estado la exclusividad de la política pública, cosa que es discutible. De
hecho, este planteamiento básico, que parece ser prolegómenos, sigue siendo objeto de
intensos debates entre las distintas escuelas que aparecieron a medida que se formaba y
estructuraba la disciplina. Una definición más precisa de las políticas públicas es toda
acción llevada para resolver un problema público, lo que excluye un sinnúmero de acti-
vidades del Estado e incluye a actores no-estatales (Dunn, 1981).

Analizar una política pública equivale a preguntarse cómo pasamos de una situación
A a una situación B mediante una acción del Estado. Por ejemplo, ¿cómo una política
energética afecta la balanza energética de un país, al orientar los hábitos de consumo de
su población y empresas o al modificar las relaciones comerciales con sus proveedores?
En su acepción más amplia, «una política pública es el resultado de la actividad de un
autoridad investida de poder público y de legitimidad gubernamental [...] se presenta bajo
la forma de un conjunto de prácticas y de normas que emanan de uno o de varios actores
públicos» (Mény y Thoenig, 1992: 89). Por lo tanto, una política pública no se confunde
con iniciativas privadas como la filantropía y la responsabilidad corporativa, las obras
caritativas religiosas, ni las acciones humanitarias no-gubernamentales. En tanto activi-
dad gubernamental, una política pública se diferencia también de una actividad aislada
como un programa de desarrollo, un proyecto de urbanización o una campaña de infor-
mación.

En este sentido podemos asumir, con Yves Mény y Jean-Claude Thoenig, que una
política pública se caracteriza por un contenido que generará productos o resultados,
un programa que se inscribe en un marco general de acción, una orientación normativa
que expresa las finalidades y las preferencias del tomador de decisión, una dimensión
coercitiva que procede de la autoridad legal y una competencia social que encarna los
actos susceptibles de afectar a un público determinado. Por otro lado, el impacto de la
ejecución de estas decisiones en el contenido de una política depende de las burocracias
públicas, «ejecutoras titulares» de las decisiones del gobierno (Mény y Thoenig, 1992).
Este impacto plantea a su vez el problema de la coordinación de las redes de organiza-
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ciones y está a merced de escenarios de mal funcionamiento, que incluyen la adaptación
a las situaciones locales y la aplicación estricta de decisiones o arreglos negociados con
los «clientes», en función de los costos de oportunidad, es decir del beneficio o del costo
marginal que puede conllevar el cambio, comparado con la permanencia o la continui-
dad de una política.

Una política pública se materializa en unos dispositivos tangibles, que regulan un
sector de la sociedad o una actividad, y son elaborados por actores, individuales y colec-
tivos, instituciones públicas y organizaciones internacionales (Massardier, 2003: 1). In-
troduciendo un grado adicional de complejidad, se puede interpretar una política públi-
ca como un acervo de decisiones y actividades que resultan de interacciones entre acto-
res públicos y privados, cuyos comportamientos están influenciados por los recursos
disponibles y por unas reglas institucionales que atañen tanto al sistema político como
al ámbito sectorial de intervención (Muller y Surel, 1998: 128). Esta última definición da
cabida a la cuádruple dimensión de una política pública: la decisión, las interacciones,
los recursos y las reglas. La diversidad de definiciones y las variaciones en complejidad
que las caracterizan muestran que una política pública «no es, entonces, un dato sino un
hecho construido por la investigación» (Muller, 2006: 53). En tanto objeto de análisis,
una política pública es un fenómeno social y político específico, empíricamente funda-
mentado y analíticamente construido (Thoenig, 2010: 421), un objeto social en muta-
ción (Massardier, 2003: 2).

Más allá del problema semántico que plantea una mera definición operativa, una
definición precisa del objeto «política pública» conlleva a un acervo de problemas epis-
temológicos, teóricos y metodológicos. Asumir que las políticas públicas son hechos
construidos no es inocente: esta postura epistemológica tiene consecuencias en la for-
mulación de problemáticas e hipótesis de trabajo, así como en la elaboración de un
marco teórico y la selección de un método de investigación. Se las puede considerar
como el producto de una elección entre hacer o no hacer, como un proceso de toma de
decisión bajo premuras internas y externas, como una manera de resolver un problema,
etc. (Howlett y Ramesh, 2003; Dunn, 1981). La complejidad del ejercicio obliga a privi-
legiar una u otra dimensión explicativa de las decisiones tomadas, sea la naturaleza del
régimen político, los factores socio-económicos y los comportamientos individuales y
colectivos, el contenido sustancial de una política, los instrumentos a disposición de un
gobierno, los impactos de una política. El énfasis puesto en uno u otro aspecto del pro-
ceso depende además del tipo de organizaciones involucradas en el análisis, que pueden
ser del Estado (gobierno, parlamento, administración pública), de la sociedad civil (ONG,
universidades, etc.) o del mercado.

Por último, es importante saber de qué tipo de política estamos hablando para luego
entender cómo se formuló (es decir en qué condiciones, qué problemas se privilegiaron,
con qué actores) luego cómo se ejecutó (es decir con qué dificultades y obstáculos). Son
las políticas las que generalmente condicionan los debates de ideas y la política (policies
make politics), y no las ideas que orientan las políticas públicas (Lowi, 1972). Al amparo
de esta tesis, Theodore Lowi estableció una distinción entre cuatro grandes tipos de
políticas según el modo de intervención del Estado, que varía en función del alcance de
la coerción (según si ésta se aplica a las conductas individuales o al entorno de dichas
conductas) y de la probabilidad de coerción (según si es lejana o inmediata). A partir de
estas variables, Lowi propone una tipología de las políticas públicas en la cual se distin-
guen las políticas distributivas, redistributivas, reguladoras y constitutivas (Cf. Tabla 1).

AQUÍ TABLA 1. Tipología de políticas públicas según las interacciones entre público y coerción
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Entre las medidas que se aplican a las conductas individuales, algunas políticas pre-
sentan una probabilidad de coerción inmediata, como es el caso de la eliminación de
bienes de mala calidad, de la lucha contra la competencia desleal o la publicidad enga-
ñosa. Estas políticas son llamadas «reguladoras» porque imponen medidas reglamenta-
rias o normativas. Otras políticas, que tienen una probabilidad de coerción lejana, como
la asignación de tierras, los subsidios o los derechos de aduanas y aranceles, son llama-
das «distributivas» porque consisten en medidas de distribución de la riqueza por el
Estado. Por otro lado, en lo que atañe al entorno de las conductas, algunas políticas
tendrán una probabilidad de coerción inmediata, como es el caso del control de crédi-
tos, de los impuestos progresivos o de la seguridad social. Estas políticas, llamadas «re-
distributivas», consisten globalmente en tomar a unas personas para dar a otras. Otras
políticas tienen una probabilidad de coerción lejana, como es el caso de la creación de
nuevas agencias públicas, de la propaganda de gobierno o de medidas que trascienden a
varios sectores de actividades. Estas políticas, llamadas «constitutivas», conllevan a
medidas que coadyuvan a la constitución del sistema de acción.

Por otro lado, no todas las políticas tienen la misma duración. Por ejemplo, entre la
formulación del objetivo de incrementar las reservas probadas de petróleo y de gas y el
resultado de la exploración, pueden pasar cinco o diez años. Obviamente, esto no coin-
cide con los ciclos electorales, entonces no se va a poder evaluar con el cambio de mayo-
ría o el cambio de gobierno. Al revés, hay políticas cuyo resultado se puede medir de
manera mucho más rápida, como en el caso de las políticas redistributivas. Si bien es
cierto, estructuralmente son políticas de largo plazo (por ejemplo, el tema de los regíme-
nes de jubilación es un tema que se debe pensar de dos generaciones en adelante) pero
los efectos de las medidas se sienten en seguida. Con la distribución de un subsidio, uno
puede medir en seguida el impacto del incremento del poder adquisitivo sobre ciertas
variables, por ejemplo la composición de la canasta básica de las familias, la participa-
ción de los niños en la escuela, la disminución del trabajo informal, etc. Entonces, en la
complejidad del análisis de políticas, hay algo intrínseco a las políticas, no todas se
implementan al mismo ritmo, y hay algo sobre la complejidad de los instrumentos. A
esto cabe añadir la diversidad de los actores, de intereses y racionalidades en juego en el
momento de ejecución, que puede generar conflictos o demorarse.

Las políticas como variables dependientes

Muchas veces, tenemos la impresión de haber encontrado la solución en la última
propuesta que hizo un diputado, un ministro o un funcionario de rango medio, pero la
primera pregunta que cabe preguntarse, antes de siquiera estudiar aquella propuesta, es
¿por qué no se nos ocurrió antes? Esta duda puede denotar a priori una resistencia a la
innovación, pero solamente en plano analítico nos permite evitar una trampa muy co-
mún y descubrir que lo que aparece nuevo, en realidad ya se había formulado en otro
lugar o en otro momento, pero no funcionó. Desde luego la pregunta de «¿cómo hacer?»
se vuelve «¿por qué falló?». Por ejemplo, antes de debatir si hoy una política de sustitu-
ción selectiva de importación es oportuna en América Latina, cabe preguntarse por qué
las políticas de industrialización por sustitución de importación fracasaron o no produ-
jeron las bondades esperadas ayer. Si se trata nada más que de una versión corregida de
la política diseñada medio siglo antes, la primera cuestión que se nos viene es ¿qué hay
de nuevo? o ¿por qué lo que no funcionó en ese entonces, funcionaría hoy? o ¿por qué
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funcionó en Brasil y en Argentina y no en Ecuador ni en Centroamérica? Ahí empieza el
trabajo, por supuesto, de saber si el contexto (las variables independientes) es mejor o si
las respuestas (las variables dependientes) son más adecuadas.

Este primer aporte empírico del análisis de políticas públicas a la toma de decisión
es trascendental. Más allá de un conocimiento coyuntural del diseño o de la ejecución de
una política, lo que nos dice eso es que hay una implicación directa entre el conocimien-
to académico y la práctica. El potencial explicativo del análisis de políticas es tal que
puede cambiar el rumbo de una decisión, quizá no de esta decisión (o lo hará de manera
ocasional), pero en el proceso político en general, gracias al análisis ex post. El análisis
de políticas es un instrumento, no solo para la administración, que tiene que mejorar su
conocimiento y su capacidad de diagnóstico de los problemas, sino también para los
partidos que quieren ingresar a la arena del poder. Incluso, es un instrumento para
algunos actores cuyo oficio no es la política pero que quieren incidir en ella: los actores
económicos (especialmente las multinacionales y los gremios profesionales locales) y
sociales (en particular, los sindicatos, las organizaciones no-gubernamentales y los labo-
ratorios de ideas), que tienen interés en un mayor conocimiento experto para incidir
mejor. Entonces lo que partió de una preocupación meramente burocrática —encontrar
el funcionario que cumpla con la buena decisión para el bien de todos— se vuelve un
asunto mucho más complejo, más político. Empezamos a ver que no hay tal cosa como
el agente ejecutor de la decisión, tiene un rol en la decisión (de obstáculo o facilitador,
según el caso); además, hay actores no-estatales que intervienen en la decisión y que
también pueden entorpecer o facilitar el proceso.

Para el análisis de políticas públicas, las políticas son unas variables dependientes,
afectadas por acontecimientos sociales, políticos y económicos, por los comportamien-
tos individuales y colectivos, por los intercambios económicos, las relaciones interna-
cionales, etc. (Grau Creus, 2002; Méndez, 2010a; Medellín, 2004). El analista de políti-
cas públicas no las considera como la aplicación mecánica de un programa electoral, ni
tampoco ve al gobierno como un actor todopoderoso, que atiende a demandas natural-
mente legítimas y de igual importancia. En nuestra perspectiva, una política es el pro-
ducto de un sistema institucional existente, de un equilibrio de fuerzas entre los actores
sociales, económicos y políticos, de las políticas anteriores y de la capacidad financiera
del Estado. En otros términos, es el producto de una historia. Tampoco una política
constituye un objeto aislado, incidental, se hace en coordinación con las demás políticas
sectoriales del gobierno.

Así, por ejemplo, el análisis de la política de educación de un gobierno se preocupará
por las variables que afectan el papel del Estado en la educación, no solo en el momento
presente sino también en el pasado. Estas variables incluyen, entre otras, la evolución
demográfica y la pirámide de edades, la evolución de la concentración urbana, la situa-
ción económica del país, el estado de las tecnologías disponibles, la evolución del em-
pleo y de las necesidades del mercado laboral, etc. Los problemas que debería resolver
esta política se definen con base en unas variables endógenas, como la estructura del
sistema educativo, los efectivos y el nivel de formación del personal docente, la capaci-
dad de organización, movilización y negociación de los padres de alumnos y de los
sindicatos profesionales, y otras exógenas, como la población en edad escolar, la difu-
sión de las tecnologías de información y comunicación, el uso del inglés en el Internet, el
acceso a las industrias culturales, la validez de los títulos universitarios en otros países,
etc. Por ello, analizar una política de educación va más allá de realizar un diagnóstico
sobre tal o cual efecto de una medida de gobierno o sobre la respuesta de este último a
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un problema como el analfabetismo funcional, la deserción escolar o el desfase entre la
formación profesional y el mercado laboral. Se trata de describir las variables que carac-
terizan las fuerzas y debilidades del Estado contemporáneo, para explicar o interpretar
la coherencia, efectividad y eficiencia de las decisiones del gobierno.

Ahora bien, detrás de la aparente neutralidad axiológica de este objetivo se perfila la
pregunta eminentemente política de definir en qué medida el Estado sigue siendo el
principal actor del «campo» de la política educativa (Surel y Muller, 1998). Asumir que
las políticas públicas son variables dependientes tiene importantes consecuencias a la
hora de definir un objeto de estudio, formular problemáticas y elegir un método de
análisis. En particular, no será lo mismo interesarnos por el cambio de política o por la
ejecución de la misma; no será lo mismo interesarnos por el papel de los actores públi-
cos y privados, o por el contexto institucional que regula sus interacciones; no será lo
mismo interesarnos por las reglas de juego como son las normas legales, o por los proce-
sos socio-políticos como son los conflictos sociales. Como podemos ver, las problemáti-
cas del análisis de políticas públicas rebasan el triple interrogante inicialmente formula-
do por Lasswell ¿quién consigue qué y cómo? (Lasswell, 1950).

Es importante anticipar ciertos problemas que encontraremos en la revisión de los
enfoques teóricos en la determinación de las variables independientes de las políticas
públicas. La reflexión de los pioneros en el análisis de políticas, que analizaremos más
adelante, no iba en este sentido, aunque se acercara a la idea de que las políticas públicas
eran variables dependientes. Sin formularlo de manera explícita, las trataban de esta
manera. Quienes lo formalizaron son los politólogos, en particular los que se preocupa-
ban por encontrar indicadores tangibles de análisis del proceso político, no solo de las
políticas públicas (Méndez, 2010a). Quizás no hay cosa más discutida que la lista de
estas variables, que dependen en primer lugar de la disciplina en la cual uno inscribe su
trabajo. En efecto, un economista y un abogado no leen la realidad con los mismos
conceptos ni con los mismos métodos, por lo tanto priorizan cosas distintas. Además,
aquella lista está influenciada por la multitud de actores que intervienen. Por ejemplo,
los funcionarios electos que toman una decisión y los funcionarios públicos que la llevan
a cabo no tienen que responder a las mismas premuras. Existe también una tensión
entre eficiencia y costos políticos o costos en términos de estabilidad laboral. Una terce-
ra dimensión que explica la dificultad de llegar a un consenso sobre las variables inde-
pendientes de las políticas radica en los públicos. Para los «beneficiados» o supuestos
beneficiados de una política, lo que va a determinar la importancia de un problema o la
probabilidad de éxito de una decisión, la efectividad o la eficiencia de una decisión no es
necesariamente lo mismo que para los actores que asumen la responsabilidad y los
costos de esta decisión, los que tienen que planificar, por ejemplo, o los que tienen que
negociar con otros actores (incluso dentro del mismo Estado), las condiciones de ejecu-
ción de una política. Todo esto deja claro que el tema de la definición de las variables es
en sí un tema de investigación.

El interés de definir las políticas públicas como variables dependientes radica en
primer lugar en entender mejor lo que podrán ser luego las variables independientes de
los problemas sociales. No podemos decir, de manera general, que tal política es respon-
sable de tal problema social o falló en resolverlo, sin que ello nos lleve a preguntarnos
por qué. Una política en sí no es eficiente ni ineficiente, entonces es necesario desagre-
garla entre sus componentes y sus momentos. Al respecto, cabe distinguir los niveles de
acción del Estado, para disociar o reubicar la política pública en la acción pública, ya
que no toda acción estatal es una política pública, ni tampoco una política pública se
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resume a la acción del Estado (Aguilar, 2006). Concretamente, hay un nivel de inacción
del Estado, cuando el gobierno no reconoce la legitimidad de una demanda social, aun-
que esté convocado o interpelado, su inacción no constituye una política pública. Puede
existir el caso de un gobierno que reconoce la validez o la legitimidad de un problema,
sin priorizarlo por lo tanto en su agenda, sin actuar en resolución o tomándolo en cuen-
ta. Tampoco podemos llamar esto una política pública. En esta distinción entre lo públi-
co y lo privado, lo estatal y lo no-estatal, hay una lucha por definir las prioridades y para
definirlas hay que tener poder.

Entonces ¿quién tiene el poder de definir la legitimidad de un problema? El proble-
ma en sí es legítimo para algunos, no para otros; en el momento en que los unos y los
otros coinciden en que un problema es legítimo, pueden conformar un grupo de interés
para interpelar al gobierno e incidir en la política. A partir de este momento hay un
procesamiento, una etapa de evaluación de la validez de los términos de este problema,
que luego será contrastado con una serie de variables, por ejemplo con la existencia de
otros problemas, la capacidad real del grupo de interés de presionar al Estado, su repre-
sentatividad (etc.), que determinará la necesidad de inscribir o no aquel problema a la
agenda de políticas. En este sentido, la no-decisión es parte de la política pública, poster-
gar una decisión es parte del ciclo de una política. Cuando el Estado reconoce la legiti-
midad de un problema y la necesidad de resolverlo, en un tercer momento, moviliza los
recursos necesarios para resolverlo. Finalmente, a la hora de evaluar los resultados esta-
mos nuevamente en una zona gris para determinar si este momento es parte o no de la
política pública. Sin lugar a duda, cualquier política tiene resultados, positivos o negati-
vos, consistentes o no con los objetivos, tangibles o no. Al revés, una política genera
efectos perversos o efectos que no fueron anticipados o deseados por los que tomaron la
decisión, entonces podemos preguntarnos si estos resultados son partes de la política o
si se trata de elementos sistémicos, alterados por una política pero que no forman parte
de la política.

Una vez distinguidos los niveles de acción del Estado, se entiende mejor el interés de
desagregar la variable dependiente en una serie de indicadores que, luego, nos dirán por
qué funcionó o falló una política. A partir del estudio de la política exterior mexicana,
José Luis Méndez identifica la legitimidad, la claridad, la coordinación, la cantidad y la
efectividad como las cualidades que definen la acción del Estado (Méndez, 2010a). Cru-
zando estas cualidades con las seis dimensiones de una política pública (problema, diag-
nóstico, solución planteada, estrategia, recursos disponibles y ejecución), Méndez defi-
ne una variable dependiente que permite calificar una política o la acción del Estado en
función de su grado de activismo o de pasividad ante otros actores, sociales, económicos
e internacionales. El tipo ideal de política activa en esta escala se caracteriza por un alto
grado de legitimidad de los problemas, en particular para los funcionarios del Estado,
una gran claridad y legitimidad del diagnóstico o de los términos de referencia del diag-
nóstico, de las soluciones, de la estrategia planteada, la existencia de recursos adecuados
y suficientes y una ejecución efectiva o cercana a los objetivos. Todo esto caracterizaría
una situación ideal de política pública en la cual el Estado asume un rol proactivo.
Luego, Méndez diferencia tres enfoques teóricos de alcance medio, en función de las
variables independientes privilegiadas por el análisis, sean los estilos nacionales de polí-
ticas, sean las arenas de políticas o sea el ciclo de atención a los temas.

Concomitantemente, estas definiciones llevan al problema de definir qué es el Esta-
do, ¿es el sistema institucional? ¿es la administración central? ¿son los organismos sec-
cionales? ¿Qué hay de estatal en el desarrollo «comunitario»? Una junta de acción pa-
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rroquial, que percibe recursos públicos ¿es parte del Estado o de la sociedad civil? ¿o es
un híbrido entre una entidad todavía no formalizada con personería jurídica en el orga-
nigrama estatal pero que dejó de ser un mero actor social? Desde luego, si una junta de
acción parroquial tiene un rol en la política agrícola, por ejemplo a través de programas
de desarrollo del micro-crédito, ¿sigue ésta una política «pública»? Por otra parte, ¿es lo
estatal sinónimo de lo público? Una comunidad local que delibera sobre la organización
de servicios de alcantarillado, de luz o negocia el acceso a un río con otra comunidad es
un actor político no-estatal, que regula un espacio público no estatizado.

Según Pierre Muller, el análisis de las políticas públicas generó una triple ruptura en
ciencia política, en particular en el estudio del Estado (Muller, 2000). En primer lugar, al
hacer hincapié en los productos (outputs) y resultados (outcomes), en lugar de los insu-
mos (inputs), evidenció que la representación política (que es un insumo) no es sino una
dimensión para entender las decisiones de políticas públicas. Las funciones del gobier-
no no son reducibles a los procesos de representación política; no se puede deducir el
contenido ni las formas de las actividades de gobierno por las características de la polí-
tica electoral. De esta manera, el análisis de las políticas públicas rompió con una con-
cepción del Estado como forma de dominación y le sustituyó una concepción centrada
en la aptitud de este último a resolver problemas. La segunda ruptura puso en duda el
carácter racional de la acción pública. Las decisiones no obedecen a una mera raciona-
lidad instrumental que llevaría a la elaboración científica y la ejecución imparcial de las
políticas. Por lo contrario, el campo del poder que constituye el Estado está atravesado
por las tensiones y las relaciones de fuerza entre los actores, está alterado por el contexto
económico internacional y nacional, está sometido a la instrumentalización, a la irracio-
nalidad y la codicia de los unos y los otros. La tercera ruptura consistió en formular
nuevas problemáticas, definir nuevos conceptos y elaborar nuevos métodos de análisis
—procedentes inicialmente de la sociología de las organizaciones— para explicar la ac-
tividad concreta del Estado y su funcionamiento. El Estado se volvió una variable de-
pendiente del proceso de cambio, que enuncia objetivos y prescribe criterios, ejecuta las
decisiones en un horizonte temporal y un plazo concreto, obliga a los «administrados» a
adaptarse mediante incentivos positivos y negativos, moviliza unos ejecutantes.

Los determinantes de las políticas públicas

Una vez asumido las políticas públicas como variables dependientes, es más fácil
aclarar la distinción entre lo político, la política y las políticas y las relaciones que unan
estas tres dimensiones. En el sentido literal, lo político designa lo que atañe a la vida
pública de una comunidad o de la ciudad; la política alude a la producción y confronta-
ción de las ideas y visiones del mundo de los individuos de esta comunidad; y las políti-
cas son las actividades mediante las cuales se ejerce la autoridad en aquella comunidad
(Schemeil, 2010). Esta distinción elemental se expresa de manera explícita en inglés por
los términos politics (la política), polity (lo político) y policy (la política pública). En otros
idiomas, como el español, es necesario asociar el sustantivo «política» con el adjetivo
«pública» y a menudo acudiremos al plural, para evitar la confusión con «la política».
Ahora bien, como suele pasar en ciencias sociales, estas diferencias semánticas derivan
en sutilezas conceptuales. En este caso, nuestro primer problema radica en establecer
una relación clara entre las políticas, por un lado, y la política y lo político, por el otro.
¿Determina la política a las políticas, o será lo contrario? ¿Aplican las políticas a todo lo
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político? ¿Dependen las políticas del debate de ideas, o condicionan más bien la formu-
lación de los problemas políticos? Más allá de la distinción semántica, nos adentramos
entonces a una discusión sobre aspectos conceptuales y analíticos que tendrán inciden-
cia en la definición de nuestro objeto de estudio y orientarán nuestro análisis.

Lo político es ambiguo porque responde a la vez a la comunidad y al objeto de la
política. Para definir la política, tenemos una base más estable, pues es la actividad de la
ciudad (en el sentido de la ciudad antigua), es decir todo lo que atañe a la vida de los
individuos que integran la comunidad. Las políticas son la manera de hacer que respon-
de a las expectativas de la comunidad, para anticipar o resolver problemas. Más allá del
mero aspecto semántico, la distinción entre lo político, la política y las políticas encubre
una serie de problemas como los estilos de política o la manera de gobernar y la posible
determinación de estos estilos por dimensiones estructurales. En otros términos, de lo
que se trata es determinar si todo tipo de políticas es posible en cualquier contexto, en
cualquier momento. Si es así, ¿qué determina entonces la manera de hacer políticas
públicas? ¿Será lo mismo llevar a cabo una política económica en un régimen autoritario
o en uno democrático? ¿Será lo mismo gobernar en una situación de alta inestabilidad
financiera o de alta dependencia externa, y en una situación de relativa solvencia econó-
mica? ¿Será lo mismo gobernar en un régimen parlamentario o en uno presidencial?

Según Eugenio Lahera, las políticas son un instrumento de la política (Lahera, 2006).
Él reduce los cuatro niveles de Luis Aguilar a dos: uno macro, que refiere al funciona-
miento de la sociedad, y uno meso, que refiere al quehacer del gobierno, de la autoridad
a cargo de las políticas. En esta perspectiva, ¿en qué consiste la política? Con la defini-
ción operativa que se propuso inicialmente, se entiende a la política como un proceso en
el cual los ciudadanos discuten o debaten para saber qué exigir de la autoridad. Desde el
contractualismo —que fue formalizado a finales del siglo XVIII—, la delegación de poder
a un actor, hecha de manera voluntaria por el «pueblo» a nombre del «interés general»,
da una legitimidad en sí a cualquier decisión que tome este actor. La crítica a esta visión
jerárquica del poder es tan antigua como la discusión entre la libertad de los antiguos y
la de los modernos, entre democracia delegativa y democracia directa, entre la concep-
ción republicana y la comunitaria de la democracia (Habermas y Rawls, 1998). Es que
no basta con haber dado un mandato por la elección, sino que hay que controlar a los
dirigentes y orientar sus decisiones. Desde el momento en que existió una autoridad
pública —como el Senado en Atenas, el Imperador romano o el monarca de derecho
divino en el Antiguo Régimen— existieron políticas públicas. Independientemente de
los estilos de política que derivan de estos regímenes políticos, una política pública se
elaboraba a partir de un debate público. Independientemente de quién participaba en
este debate, es precisamente lo que enmarca el lugar de la política. En este sentido,
aunque la política anteceda las políticas, ésta no se ubica en un plano superior, las polí-
ticas públicas no son instrumentales de la política stricto sensu, son un resultado en
constante debate.

De ahí que aparece una segunda dimensión de la política, que nos llevará a conside-
raciones en torno a la democracia, y es la competencia entre varias ideas asumidas por
distintos grupos, varios programas o varias propuestas políticas, que dan lugar —aún en
un régimen autoritario— a un sistema político. Por cierto, en un régimen como el mo-
nárquico de derecho divino, que antecedió la Revolución de 1789 y los consiguientes
ciclos de revolución y restauración en Francia, no daba mucha cabida a la discusión
pública. Básicamente, el grado de reconocimiento del sujeto dependía de la voluntad del
monarca, es decir que si era un déspota ilustrado, daría más cuerda a la oposición, pero
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si era un déspota absoluto, más bien aniquilaría cualquier brote de oposición u autono-
mía de los sujetos. Ésta es la pregunta de la democracia, de ahí surge precisamente el
problema de la representación del rey o del gobierno. Eso determina, a fortiori, la mane-
ra de hacer políticas públicas, que puede ser autoritaria si no hay consulta con los públi-
cos interesados, lo cual es un problema típico de la política fiscal de la monarquía en el
Antiguo Régimen, que llevó a las revoluciones o a las guerras de independencia en las
colonias españolas. (Al respecto, existe una fuerte analogía entre lo que se da en un
contexto estado-céntrico, que es el proceso de pugna entre la población y el gobierno, y
los procesos de centro-periferia, que son procesos de emancipación anti-coloniales.)

El otro problema tiene que ver con la relación entre la política y las políticas públi-
cas. Podemos considerar, al contrario de Lahera, que las políticas determinan el régi-
men político (Mahoney, 2001a), al menos ciertas políticas públicas pueden reformar el
Estado, modificar el balance de poder entre los grupos sociales y, en este sentido, tener
efectos sistémicos. Nuevamente, es difícil asumir que las políticas son meros instrumen-
tos de la política. Es preferible la distinción que hace Schemeil, según quien lo político
nos une, la política nos divide y las políticas pueden unirnos o dividirnos según el caso
(Schemeil, 2010:34-35). Más allá de ponernos de acuerdo sobre una definición de cada
uno y luego sobre la relación entre cada uno, todos podemos entender la metáfora. ¿Qué
significa «lo político nos une»? Significa que stricto sensu la comunidad política (polity)
y todo lo que atañe a la vida de la ciudad se definió en primera instancia en oposición a
los foráneos, es este el origen de lo político, lo que hace que nos identifiquemos como
una comunidad, frente a los demás, los bárbaros, los invasores, los salvajes. La política
nos divide, pues el estar juntos no significa que todos estemos de acuerdo sobre todo,
más bien nos pasamos debatiendo sobre la mejor manera de convivir juntos y cada
quien tiene una idea sobre este tema. Ésta es la base de la política, antes de ser aquella de
la democracia. Por último, las políticas pueden dividir o unir, en función de qué políticas
sectoriales se trata. Tradicionalmente, las políticas sociales unen mientras que la políti-
ca fiscal divide. Uno entiende que una política de erradicación del analfabetismo sea
consensual, pues a nadie se le ocurre oponerse a educar a la gente. En cambio, una
política que jamás será objeto de un consenso es la que crea categorías que reciben o dan
en distintos grados.

Detrás de esta provocación retórica está, entonces, la cuestión de cómo se formulan
las políticas, cómo se definen sus objetivos y orientaciones. En un régimen democrático,
el gobierno actúa a nombre de una mayoría, sino del interés general. Sus políticas son el
reflejo de las preferencias partidarias e ideológicas que se manifiestan en la política, día
a día y en aquellos momentos especiales que constituyen las elecciones. Por ello, para el
sentido común las políticas son el resultado de la política. Dicho de otra manera, las
decisiones que atañen a una política pública son tomadas al término de un debate de
ideas, razonable y racional. Este debate interviene en dos momentos específicos del
proceso político: antes y después de una elección. Antes de una elección, el debate opone
a candidatas y candidatos, que se esfuerzan por captar votos de un electorado a partir de
programas distintos que pretenden volver explícitas las demandas implícitas o atender
las demandas explícitas. Después de una elección, este debate recoge un carácter más
técnico al abarcar distintas opciones de política, en función de las prioridades definidas
por el gobierno, de los medios a su alcance y de la premura de solucionar problemas
sociales para contentar su electorado.

Eso es para ilustrar que, en efecto, en la trilogía político-política-políticas se dan
interacciones, por un lado, entre los ciudadanos (la base de donde emerge cualquier
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proceso de institucionalización de la política) y, por el otro, entre estos últimos y las
autoridades. En lo que nos interesa, esto es una versión moderna de las tensiones entre
la ciudadanía y el Estado, que apareció a finales del siglo XIX. Los puntos en los cuales se
daban estas tensiones no atañían a las políticas públicas, como las entendemos hoy, eran
más bien puntos de discrepancia por fines filosóficos, que remitían a problemas metafí-
sicos más que empíricos, sobre el bien y el mal, la justicia, el buen gobierno. Ahora bien,
hasta un período reciente, el «buen» gobierno no se medía en términos de «buenas»
políticas, sino en términos de «buenas» instituciones. Era el más representativo, el más
plural, el más legítimo, etc. Ahí es donde nos topamos con el problema de cuáles son los
determinantes de la política. A manera de premisa, asumamos que hoy el buen gobierno
se evalúa por sus políticas (volveremos sobre esta premisa en varias oportunidades).
Entonces ¿qué determina las políticas? ¿Qué hace que una política tenga éxito o no, sea
legítima o no, sea efectiva o no?

Antes de contestar estas preguntas, cabe explicar la diferencia entre una política
efectiva y una eficaz. La falta de efectividad remite a un defecto en la ejecución (por
ejemplo debido a la ausencia de decreto de aplicación de una ley), la ineficacia alude a
un defecto en los resultados logrados (por ejemplo debido a la aparición de efectos
perversos) o a un defecto en la relación entre los fines y los medios (por ejemplo debido
a una desproporción entre los costos y beneficios de una política). Una política efectiva,
como una acción en general, es una política que corresponde con sus objetivos iniciales,
es decir que lo dicho y lo hecho se corresponden, sin prejuicio de los resultados. Seme-
jante política puede tener resultados catastróficos, seguirá siendo efectiva. Una política
eficaz es una política que cumplió con sus objetivos, no solo se trata de hacer lo que se
dijo o ejecutar un plan, sino conseguir que los resultados sean los esperados (Subirats,
1989). En cuanto a la eficiencia de una política, cabe distinguir dos dimensiones a partir
del principio de parsimonia, y es la relación entre los medios y los fines, que se puede
(aunque no necesariamente) traducir en una relación entre costos y beneficios. Por ejem-
plo, si pagar la deuda externa de un país significa reducir de manera drástica el presu-
puesto público de salud y educación, cabe preguntarse cuál es el costo de la eficacia de
una política monetaria.

Este punto es importante, porque es el tipo de arbitraje que hacen los actores del
Estado, de manera permanente. Gobernar es arbitrar, entre distintos problemas para
privilegiar algunos en desmedro de otros, y entre distintas soluciones a los problemas
privilegiados. Este proceso se da a partir de datos o de una información inmediata, pues
también «gobernar es heredar» (Lascoumes y Le Galès, 2009) (de un déficit público, de
un sistema judicial ineficiente, de un Congreso corrupto, etc.), y esto afecta la ecuación
entre objetivos y medios, por eso es injusto culpar a una política o a un gobierno el no
resolver un problema. Es un error pensar que existen problemas de por sí legítimos, que
defienden ciertos actores o grupos de interés y que el Estado asume; hay algo más detrás
de esto, y es que, al momento de definir la prioridad, el tomador de decisión tiene que
definir un acervo de problemas que son importantes para otros sectores. Aquellos gru-
pos no necesariamente compiten entre sí para colocar un tema a la agenda de gobierno,
por eso el análisis de la acción en redes nos ayuda más que el análisis institucional
tradicional, pues son actores autónomos, que en algún momento irrumpen en el escena-
rio político (Marsh, 1998; Rhodes, 2006a; Evans, 2001). El actor estatal, del poder ejecu-
tivo o legislativo recibe a estos actores por separados, él es un interlocutor de todos estos
grupos y recibe la presión de parte de ellos por poner este problema a la agenda. En este
sentido, hay una jerarquización entre los problemas, en función de los costos y benefi-
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cios (absolutos y relativos). Consideremos el ejemplo de la erradicación de la pobreza.
Un gobierno bien puede jactarse haber erradicado la extrema pobreza en su país, pero
¿qué tal si es a costa de una creciente dependencia del petróleo, pues no hay otra fuente
de financiamiento del gasto público? Por otro lado, hay varias maneras de luchar contra
la pobreza, entonces medir la eficiencia de esta política es medir cuál es la mejor manera
de proceder. Volvemos entonces al punto de partida, y es que no hay consenso sobre la
mejor manera. Puede observarse cierta convergencia en la ciudadanía en torno a lo que
«es» la pobreza, pero todos tenemos una idea sobre sus causas, sobre su importancia
relativa ante otros problemas y sobre la manera de enfrentarla.

En conclusión, no existe una relación mecánica entre ontología y epistemología, de
manera que la una determine la otra. En segundo lugar, si nos dedicamos a las ciencias
(incluso las sociales) es precisamente porque nos preocupamos por un mundo que sí
existe, entonces el constructivismo deriva también de una ontología esencialista. Los
trabajos de los constructivistas radicales no existirían sin un mundo que observar o si
sus autores no tuvieran vocación a observar el mundo. En tercer lugar, la manera de
observar el mundo conlleva a privilegiar un enfoque epistemológico, pero una explica-
ción o interpretación del mundo lleva a formular teorías, antes que métodos. No es el
enfoque epistemológico que adoptamos (ni mucho menos el ontológico) que nos lleva a
privilegiar tal o tal tipo de métodos, sino la teoría que pretendemos comprobar. Enton-
ces, la discusión que contrapone positivismo y constructivismo no debería darse a un
nivel metodológico, sino a un nivel teórico, es decir que, en nuestra discusión sobre los
paradigmas y el conocimiento científico, tenemos que bajar a un nivel subsistémico
para validar o no la hipótesis que un razonamiento constructivista se contrapone a uno
positivista. Solo a partir de esto podemos encontrar una explicación al límite del traba-
jo. No es que no podamos explicar ni enfrentar la pobreza por ser ésta una construcción
social, sino que asumimos que cada paso que vamos a emprender para explicarla re-
quiere de un ejercicio de interpretación. Por lo tanto, para analizar las políticas públi-
cas, no conviene hablar de positivismo y constructivismo, ni mucho menos de «enfo-
ques» empiristas y post-empiristas, sino de enfoques teóricos. Tres enfoques compiten
en la actualidad en el campo que nos interesa (o aspiran a convertirse en paradigmas, al
menos en un sentido metafórico): el racionalismo, el cognitivismo y el neoinstituciona-
lismo. Estos tres enfoques será desarrollados en el capítulo cuatro de este libro, luego de
recordar los principales aportes conceptuales y metodológicos de los padres fundadores
de la disciplina (capítulo dos) y mostrar cómo el análisis de las políticas públicas se ha
transformado con el efecto conjunto de la globalización, de los procesos descentraliza-
dores y de la participación de actores no-estatales en la acción pública (capítulo tres).


